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INFORME FINAL
SESIÓN ESPECIAL DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS
SOBRE TEMAS DE ACTUALIDAD DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

(AG/RES.2293 (XXXVII-O/07)
25 de enero de 2008
I.
ANTECEDENTES
La Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA), mediante la resolución AG/RES. 2293 (XXXVII-O/07), titulada “Promoción y respeto del derecho internacional humanitario”, aprobada el 6 de junio de 2007, instruyó al Consejo Permanente que, con el apoyo de la Oficina de Derecho Internacional del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales de la Secretaría General, y en colaboración con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), celebrara una sesión especial sobre temas de actualidad del derecho internacional humanitario y que incluyera un segmento de diálogo de alto nivel antes de la celebración del trigésimo octavo período ordinario de sesiones de la Asamblea General. La sesión especial, se coordinó con los temas del Segundo Curso sobre Derecho Internacional Humanitario llevado a cabo el 24 de enero de 2008, y se celebró en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente, el 25 de enero de 2008.
II.
SESIÓN INAUGURAL:

La sesión inaugural les ofreció a las principales autoridades de la OEA y del CICR la oportunidad de pronunciar las palabras de apertura y describir los antecedentes de la sesión especial sobre los temas de actualidad en materia de derecho internacional humanitario (DIH).  

Durante esta sesión, el Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), Embajador Roberto Álvarez Gil, dio la bienvenida a los participantes y agradeció a los panelistas, delegaciones y funcionarios de alto nivel presentes de los Estados Miembros, del CICR y a la Oficina de Derecho Internacional. El Embajador Álvarez Gil ofreció un panorama general sobre el DIH y sobre su importancia en el marco del sistema interamericano y destacó la relevancia del Segundo Curso sobre Derecho Internacional Humanitario, así como de otras actividades sobre el DIH realizadas dentro del ámbito de la OEA.

El señor John Wilson de la Oficina de Derecho Internacional ofreció una visión general sobre los antecedentes e historial de las sesiones especiales dedicadas al DIH, así como sobre el documento CP/CAJP-2540/07 (22 de octubre de 2007), mediante el cual la CAJP le solicitó a los Estados Miembros que presenten temas para su discusión formal durante la presente sesión especial. El señor Wilson hizo una exposición sobre los temas originalmente propuestos y ofreció un resumen sobre los temas eventualmente seleccionados para este propósito, entre ellos: armamentos, personas desaparecidas, municiones de racimo, y el uso en los conflictos modernos de empresas de seguridad privadas.  Además, el señor Wilson ofreció un panorama detallado de las conclusiones emanadas de la sesión especial celebrada en febrero de 2007 y sobre las acciones llevadas a cabo por la OEA y los Estados Miembros como una respuesta directa a las mencionadas conclusiones.  En primer lugar, el señor Wilson destacó el liderazgo demostrado por los Estados Miembros de la OEA por la ratificación e implementación de los tratados y obligaciones sobre DIH y felicitó a los Estados que han ratificado estos importantes instrumentos internacionales. En segundo lugar, mencionó los esfuerzos legislativos que se llevan a cabo en el Hemisferio y el trabajo de los países de la OEA y los órganos técnicos (Oficina de Derecho Internacional, la Oficina del Secretario General, del Secretario General Adjunto y otros órganos de la OEA), en colaboración con el CICR en varios frentes con relación al respeto y la promoción del DIH en las Américas.  El señor Wilson alentó a la Asamblea General y a los órganos políticos y técnicos a realizar más cursos, seminarios y sesiones especiales para promover el DIH en las Américas.  Asimismo, les recordó a los presentes las recomendaciones formuladas por sesiones especiales anteriores, incluido el apoyo al acceso a la información pública como un método importante para los casos de las personas desaparecidas.  El señor Wilson aportó más detalles sobre el Segundo Curso sobre Derecho Internacional Humanitario, celebrado el 24 de enero de 2008, el cual contó con una enorme participación de Estados Miembros y de miembros de oficinas de la OEA. Los temas del curso cubrieron el aspecto introductorio de los instrumentos y normas del DIH, los medios y métodos de los conflictos armados, la protección de los no combatientes, así como los papeles que desempeñan la OEA y el CICR en la implementación y promoción del DIH en el Hemisferio.  Al clausurar esta sesión inaugural, el señor Wilson mencionó los objetivos de la sesión especial y les recordó a los participantes fijar metas con una clara dirección para los Estados Miembros y establecer medidas de evaluación transparentes para medir el éxito de la implementación de estas directivas. 

III.
DIÁLOGO DE ALTO NIVEL:

La resolución AG/RES. 2293 (XXXVII-O/07) sobre la “Promoción y respeto del derecho internacional humanitario” exhortó a los Estados Miembros a realizar un diálogo de alto nivel para permitirle a los Representantes Permanentes expresar y compartir sus puntos de vista sobre los avances y desafíos que se presentan al derecho internacional humanitario a nivel regional y universal, como un preámbulo de las discusiones técnicas a mantenerse en segmentos subsiguientes.
MÉXICO

El Representante de México comenzó su intervención expresando su agradecimiento y aprecio al trabajo de la CAJP. Asimismo, expresó su total apoyo al trabajo que realiza el CICR y afirmó que México mantiene su posición de total prohibición de las armas que causan sufrimiento innecesario y que tienen efectos indiscriminados.  El Representante indicó que México deploraba que no hubiera sido posible adoptar un mandato sólido sobre la necesidad de una prohibición total de las bombas de racimo en el marco de la Conferencia de las Altas Partes Contratantes en la Convención sobre Ciertas Armas Convencionales de 1980, celebrada en noviembre de 2007.

El Representante se refirió a los antecedentes de los actuales conflictos asimétricos y expresó el interés de México en el diálogo promovido por el gobierno de Suiza y el CICR con relación a la importancia de la implementación absoluta del DIH por parte de todos los participantes implicados en conflictos armados. Además, destacó el gran interés que tiene México en la propuesta del CICR y de la OEA de celebrar una “Reunión regional de expertos gubernamentales sobre la implementación nacional del DIH en las Américas”, y la esperanza de México de que el trabajo se vea reflejado en la implementación nacional del DIH en los Estados de la región. 

Con respecto a la legislación interna, el Representante mencionó que México ha promulgado recientemente una ley específica para la protección del emblema de la Cruz Roja. Asimismo, mencionó que su país se encuentra finalizando el proceso para establecer una Comisión sobre derecho internacional humanitario. 

El Representante concluyó su presentación describiendo los esfuerzos previos y actuales de la OEA en el campo del DIH. A principios de marzo de 2007 su delegación presentó un proyecto de resolución titulado “Promoción y respeto del derecho internacional humanitario”, en el ámbito del trigésimo octavo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, con el propósito de que este texto sea más razonable y se centre más en la realidad de la región.

COLOMBIA 

El Representante de Colombia mencionó en primer lugar que su país se complace en informar sobre la implementación del centro estratégico de política de seguridad democrática, establecido por el gobierno del Presidente Uribe.  La fundación del Centro es legitimizada por el Estado, reconocida por la población civil y apoyada a través del trabajo que realizan las fuerzas armadas. El gobierno de Colombia mantiene una política central de total respeto por el derecho internacional humanitario y los derechos humanos.

El desarrollo de la defensa de la seguridad democrática está apoyado por una política global que incluye los derechos humanos, los derechos fundamentales y el derecho internacional humanitario. Esta política está dividida en 5 ejes estructurales: la instrucción y la capacitación del control de las fuerzas públicas, el asesoramiento legal para los comandantes durante la planificación de operaciones,  el establecimiento de nexos entre las ONG, los órganos gubernamentales y la población civil y finalmente, el fortalecimiento de la cooperación nacional e internacional para cumplir las obligaciones de acuerdos específicos.

Ha habido un proceso de revisión y reestructuración del modelo de educación y capacitación de las fuerzas policial y militar. La meta es establecer un sistema único homogéneo que determine cuándo se debe utilizar la fuerza. El año pasado Colombia auspició aproximadamente 20 cursos de capacitación que abarcaban la protección de las poblaciones vulnerables, las normas del sistema interamericano de derechos humanos y el derecho internacional humanitario. Gracias a estos cursos se capacitó y certificó sobre cuestiones de derecho internacional humanitario a 400 miembros de las fuerzas armadas. 

Manifestó que es absolutamente esencial que los soldados, especialmente en los rangos más bajos, puedan implementar y respetar los principios del DIH durante las operaciones militares. Por esta razón Colombia ha creado ejercicios en los que se coloca a los soldados en situaciones específicas para evaluar su reacción ante diferentes circunstancias que puedan surgir. La evaluación de las reacciones en un ambiente de operaciones permite una mejor instrucción para conocer e implementar las normas del DIH. Debido a la complejidad del país se han creado diferentes paneles regionales para prestar capacitación en materia de protección de poblaciones en las regiones de la jungla y en los principales centros urbanos. Para llevar a cabo este ejercicio fue necesario definir escenarios específicos, dependiendo de las circunstancias de las operaciones militares. En resumen, estos ejercicios han fortalecido el régimen de disciplina e incrementado el nivel de control de la ejecución adecuada de las operaciones en todos los niveles de mando. 
Las actividades de inteligencia y contrainteligencia han sido reguladas con normas jurídicas para asegurar que estas actividades cumplen con los requisitos del DIH. El Ministerio de Defensa expidió la Directiva 010 19 2007 mediante la cual se ordena el cumplimiento estricto de las normas de derecho internacional humanitario en todos los niveles de las fuerzas militares, y requieren controles para establecer las reglas sobre enfrentamiento militar. Se ha creado un comité de seguimiento a denuncias sobre casos de presuntos homicidios en persona protegida. Estos comités están dirigidos al más alto nivel del Ministro de Defensa. Estas evaluaciones mensuales permiten adoptar medidas de prevención, investigaciones penales y la aplicación de una disciplina de tolerancia cero dentro de las fuerzas colombianas.

Las nuevas reglas establecidas no son solamente coercitivas. El Ministerio de Defensa y el gobierno han creado varios programas de incentivos para motivar la aplicación regular del DIH. Algunos incentivos son establecidos para estimular la desmovilización de los terroristas. 

En conclusión, es importante destacar el enorme esfuerzo realizado por el gobierno de Colombia para proteger a las personas desplazadas y para evitar y prevenir un mayor desplazamiento de la población. El comando militar ha emitido una directiva mediante la cual se ordena que las operaciones militares eviten el desplazamiento de la población civil. Es decir que una prioridad durante las operaciones militares debe ser la protección de la población civil, permitiendo a las personas mantener su lugar de origen y evitar que sean erradicadas debido a situaciones de combate. 

Como resultado de ello, de acuerdo a la última encuesta realizada, las fuerzas armadas fueron consideradas como la institución más creíble del país, con un 80% del apoyo popular. El gobierno del Presidente Uribe es considerado un gobierno que respeta los derechos humanos y el derecho internacional humanitario y de acuerdo al 74% de la población encuestada, se elevó el margen de popularidad del gobierno al 81%.

COSTA RICA

La delegación de Costa Rica destacó la importancia de las actividades del DIH y de los esfuerzos realizados por el Presidente y por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la OEA, y la Oficina de Derecho Internacional del Departamento de Asuntos Jurídicos y la cooperación prestada por el Comité Internacional de la Cruz Roja.
El Representante se refirió a la implementación y adecuación del derecho internacional humanitario en Costa Rica, incluida su aprobación del III Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 1949. Asimismo, el Representante destacó la existencia de una serie de proyectos de enmienda presentados al código penal en materia de delitos contra las personas y bienes protegidos por el DIH.
La creación de la Comisión Costarricense de Derecho Internacional Humanitario fue afirmada en el 2005. Este órgano interinstitucional asesora al poder ejecutivo sobre cuestiones de adopción, implementación y difusión del DIH. La promoción y difusión del DIH ha sido posible gracias al excelente trabajo realizado por la comisión, como parte de su esfuerzo regular, con el apoyo de la Delegación Regional del CICR para México, América Central y el Caribe. 

Con relación a las medidas preventivas, Costa Rica procura destacar el trabajo realizado entre la Comisión de DIH y el Comité Consultivo Nacional Interdisciplinario para el Control de la Proliferación y el Tráfico Ilícito de Armas Pequeñas y Ligeras y sus Municiones. Asimismo, el desarrollo dentro de la Comisión Nacional de DIH, de un protocolo nacional sobre “Reglas mínimas de conducta en manifestaciones, disturbios internos, desastres naturales o calamidades públicas” es un tema que merece especial mención. Este texto está siendo circulado como un documento que contiene recomendaciones de la Comisión a las diversas instituciones públicas de Costa Rica.

Costa Rica expresó su compromiso para resolver los problemas que enfrentan los Estados Miembros y agregó que dentro del marco de las Naciones Unidas, Costa Rica ha propuesto una Convención sobre la transferencia de armas para prohibir a los países transferir armamento a estados, grupos o personas, si hay suficientes razones para creer que estas armas serán utilizadas en violación del derecho internacional.

ECUADOR 

La Representante del Ecuador comenzó su presentación agradeciendo a la CAJP por auspiciar la sesión especial sobre el DIH. Continuó destacando los esfuerzos que realiza su país en materia de aplicación del derecho internacional humanitario y la creación de una comisión nacional para su aplicación.

La Comisión Nacional para la Aplicación del Derecho Internacional Humanitario fue creada a través de consultas con los órganos del estado, la realización de talleres que permitieron el aporte y ayuda de la población civil y la voluntad política de las autoridades gubernamentales. Se trata de un órgano permanente, responsable de promover la aplicación del DIH. Está integrada por varios ministerios de gobierno, la Suprema Corte de Justicia, la Fiscalía General del Estado, la Comisión de Legislación y Codificación del Congreso Nacional y la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

La Comisión fue instalada el 12 de diciembre de 2006, y a partir de esa fecha ha estado trabajando de conformidad con los objetivos previstos en su plan de acción nacional.  Este plan se originó en estudios sobre la compatibilidad entre el orden jurídico interno y las normas del DIH.  En la parte metodológica la Comisión ha constituido cuatro subcomisiones de trabajo: Subcomisión de elaboración y seguimiento de recomendaciones relativas a la suscripción y ratificación de tratados; la subcomisión de elaboración y seguimiento de proyectos normativos; la subcomisión de seguimiento de eventos y de capacitación, y la subcomisión de aplicación y segmentos institucionales.  En el ámbito nacional, la subcomisión de elaboración y proyectos normativos ha trabajado sobre dos temas: la implementación del Estatuto de Roma y adecuación de la legislación interna sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal.

Finalmente, el 22 de noviembre de 2007, la Comisión llevó a cabo el “Primer Encuentro Nacional para la Promoción del DIH dirigido a Altas Autoridades Civiles y Militares” en el que analizaron los ámbitos de aplicación del DIH, la normalización de la legislación interna y propuestas para la próxima Asamblea Constituyente.

URUGUAY

La Representante del Uruguay agradeció la convocatoria de esta sesión especial y reiteró el apoyo de su país al trabajo que realiza el Comité Internacional de la Cruz Roja. Además, manifestó que desde 2005 la Comisión Nacional de Derecho Internacional Humanitario ha celebrado una serie de reuniones. La mencionada Comisión ha promovido actividades de difusión y aplicación y ha efectuado recomendaciones legislativas y administrativas relacionadas con el DIH. 

Durante 2006, la normativa vinculada a la temática del DIU a nivel interno e internacional fue abordada mediante la aprobación del Protocolo V sobre los restos explosivos dentro de la convención relacionada con la prohibición o restricción del empleo de ciertas armas convencionales que pueden ser consideradas excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados. La enmienda al artículo 1 de la Convención está siendo estudiada por la Comisión de Asuntos Internacionales del Senado. Asimismo, se aprobó el “Segundo Protocolo de la Convención para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado”. 

Además, es necesario destacar la necesidad de que haya un fácil acceso a la educación en materia de DIH para las fuerzas armadas, las misiones de paz y el poder judicial. La Comisión Nacional de DIH participó en varias convenciones, sesiones especiales y reuniones con el objetivo principal de promover la universalización de la aplicación del DIH y los derechos humanos.

REPÚBLICA DOMINICANA
El Representante de la República Dominicana inició su presentación informando que su país ha firmado los Convenios de Ginebra y sus protocolos adicionales. En 1995, el gobierno dominicano creó la Comisión Nacional para la Aplicación del Derecho Internacional Humanitario, la cual se oficializó en 1999 y fue reestructurada en el 2003. La Comisión está compuesta por 14 instituciones, y es presidida por la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores, y es una parte del Consejo Nacional de la Cruz Roja Dominicana. La Comisión planea estudiar medidas para la aplicación efectiva del DIH y las propondrá a las autoridades competentes.

Entre las diversas actividades de la Comisión se incluyen, seminarios sobre el DIH, en cooperación con el CICR; la creación de grupos de estudio para proponer legislación específica y un proyecto de código interno, que se encuentra bajo revisión. Además, la Comisión ha hecho un esfuerzo para aprobar la ratificación de la República Dominicana del Estatuto de la Corte Penal Internacional. Gracias a la recomendación de la Comisión, el gobierno dominicano firmó el Protocolo III Adicional, el cual creó el nuevo emblema de la Cruz Roja.

La institución de las Fuerzas Armadas está representada en la Comisión y se ha incorporado el tema del DIH en sus planes de estudio. También se ha establecido el Instituto de Derechos Humanos, el cual es responsable de la enseñanza en materia de DIH. Este Instituto ha ofrecido múltiples cursos no solo para los miembros de las Fuerzas Armadas sino que también para los empleados gubernamentales y universidades. En el campo educativo, la Comisión ha organizado una campaña para incluir el estudio del DIH en los planes de estudio de las universidades y cuenta con el apoyo del CICR.

El Congreso aprobó la Convención para la prohibición del desarrollo, producción, almacenamiento y uso de armas químicas y su destrucción. Entre los planes de la Comisión se encuentra la aprobación de la Convención sobre Armas Convencionales y el Segundo Protocolo de La Haya. Asimismo, la Comisión está asistiendo en la actualización del ordenamiento jurídico dominicano, la aplicación de los instrumentos del derecho internacional humanitario y agregando los crímenes de guerra al código penal y modificando los que ya existen en el código penal para adecuarlos a las Convenciones de Ginebra. 
Durante la XXX Conferencia Internacional de la Cruz Roja, el gobierno dominicano se comprometió a firmar la Convención sobre la Prohibición de las Armas Químicas; ratificar el III Protocolo del Convenio de Ginebra; firmar el Convención sobre Armas Convencionales; firmar la Convención Internacional sobre Protección de las Personas contra su Desaparición Forzada, y firmar la Convención de Medidas de Protección de los Bienes Culturales en Caso de Conflictos Armados, durante el período 2008-2011.

CANADA 

La Representante del Canadá comenzó su presentación refiriéndose a la importancia del DIH, por ser éste una expresión de la humanidad más básica y de cómo el comportamiento de los humanos es valorado en los eventos de violencia. Sin el DIH no habría límites para el uso de la fuerza. Gracias al DIH, las personas no se ven forzadas a una vida de continuo temor.  Ella señaló que, si bien estamos enfrentando tiempos difíciles, 194 Estados han ratificado el Convenio de Ginebra, un testimonio de la importancia del DIH para la protección de la población civil. Canadá apoya el liderazgo que ejerce la Cruz Roja en este movimiento, en particular los empeños del CICR en promover el respeto internacional del DIH, incluida la cooperación regional, tal como la que realiza con la OEA.

Canadá reconoce que los Estados tienen la responsabilidad de observar los principios del DIH y de la dignidad humana, principios fundamentales que deben ser respetados siempre. En el contexto internacional, Canadá cree firmemente que la lucha contra el terrorismo se debe llevar a cabo respetando el derecho internacional, incluido el DIH, los derechos humanos y el debido proceso. Canadá considera que los instrumentos y normas vigentes actuales son adecuados para enfrentar estos desafíos, aunque deben ser implementados en forma congruente.

Canadá está firmemente comprometido con la protección de los civiles y observa que éstos se benefician con la protección derivada del Convenio de Ginebra y sus protocolos adicionales. El 28 de abril de 2006, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas aprobó por consenso la regulación de la protección de los civiles en situaciones de conflicto, lo cual refuerza el respeto por el DIH, la protección de los derechos humanos y el derecho al amparo debido de los civiles que trabajan en las operaciones de misiones de paz de las Naciones Unidas. Los ataques contra los civiles deben ser reconocidos como crímenes  y no deben tener impunidad los perpetradores de genocidios y crímenes de guerra.

Reconociendo la responsabilidad fundamental del Estado en sancionar y prevenir las violaciones, Canadá continuará siendo un firme apoyo del Estatuto de Roma, la Corte Penal Internacional y otras instituciones. 

PERÚ

El Representante de Perú informó en la sesión especial la creación en 2001 de la Comisión Nacional de Estudio y Aplicación el Derecho Internacional Humanitario (CONADIH), como órgano consultivo del Poder Ejecutivo, la cual está encargada de la difusión de los principios y normas del DIH y la elaboración de estudios y recomendaciones que promuevan su observancia y desarrollo. Esta comisión ha apoyado cursos e iniciativas para realzar la promoción y la protección de los derechos humanos y el derecho humanitario.

En 2004 se creó la Comisión Multisectorial de Alto Nivel encargada del seguimiento de las acciones y políticas del Estado en los ámbitos de paz, la reparación colectiva y la reconciliación nacional. En 2005, se estableció el Plan Integral de Reparaciones (PIR) aplicable a las víctimas de la violencia ocurrida entre 1980 y 2000.  El plan creó un Registro Único de Víctimas y un Consejo de Reparaciones.  

Perú ha firmado el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y el 7 de febrero de 2007 ratificó la Convención Internacional para el Reclutamiento, la Utilización, la Financiación y el Entrenamiento de Mercenarios. Esta convención está regulada por la Ley de Servicios de Seguridad Privada. En 2002, Perú ratificó también la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas y en 2004 promulgó la ley que regula esta convención. En julio de 2006 se promulgó la ley que aplica sanciones penales a las conductas contrarias al espíritu de la Convención de Ottawa sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción. 

El Representante concluyó afirmando que se está tramitando en el Congreso un proyecto de ley sobre los Delitos contra el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario y destacó que también hay un proyecto de ley sobre medidas de control de sustancias químicas susceptibles de empleo para la fabricación de armas químicas.

NICARAGUA 

El Representante de Nicaragua agradeció en primer lugar a la CAJP por la convocatoria de esta sesión especial y agradeció al Representante del CICR, por haberse desempeñado con tanto valor en el desarrollo de valores humanitarios en los conflictos armados y en la promoción de la educación del DIH desde hace mucho tiempo. Manifestó que la presencia del DIH en tiempos de conflicto, incluidos aquellos de Nicaragua, es muy importante y positiva. Gracias al CICR se celebraron varias conferencias, seminarios y reuniones sobre el tema del DIH con las fuerzas armadas de Nicaragua, el pueblo de Nicaragua y otros países de América Central y América Latina. 

El Representante recordó el dicho de que la guerra es la continuación de la política a través de otros medios y que el hombre es el animal político responsable por la planificación, organización y ejecución de esos conflictos.

El derecho internacional humanitario, el derecho internacional y los derechos humanos deben ser respetados siempre por todos los Estados. El Estado de Nicaragua ha contemplado en su legislación la aplicación del DIH y de los derechos humanos en tiempos de paz y en tiempos de conflictos. Nicaragua ha desarrollado un marco educativo, preventivo y legislativo con relación al DIH. En este contexto, Nicaragua aprobó recientemente un conjunto de leyes que abordan la mayoría, si no todos, los delitos tipificados bajo el DIH así como en el código penal.

El Convenio de Ginebra debe ser respetado por todos los Estados, por las fuerzas armadas de los estados y por las instituciones que regulan las deliberaciones políticas y militares y por los estados que invaden y ocupan otros estados soberanos. Las violaciones del DIH constituyen crímenes que deben ser investigados por cada estado y sancionados si corresponde de conformidad con la legislación interna de cada país.

Las situaciones excepcionales requieren la adopción de medidas excepcionales. Los Estados que optan por aplicar la ley y no permiten la impunidad afianzan la solidez de las instituciones y evitan la acción penal de la Corte Penal Internacional. El Presidente Daniel Ortega ha hablado sobre la posición de Nicaragua ante esta Corte y ha manifestado que a los países centroamericanos que recientemente han estado en situación de guerra les resulta difícil adherir a la Corte. Esto se debe a los conflictos internos y externos continuos en los cuales se han producido heridas cuya cicatrización y reconstrucción ha sido muy costosa. Nicaragua comprende y apoya los principios de la Corte pero cuestiona la aplicación de las condiciones, especialmente considerando que Estados Unidos no la acepta.
En resumen, Nicaragua tiene normas legislativas de conformidad con el DIH y apoya su aplicación.
ARGENTINA

El Representante de Argentina afirmó que su país ha demostrado tradicionalmente su compromiso con la promoción y respeto por el Derecho Internacional Humanitario. Argentina ha firmado los cuatro Convenios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales de 1977, y ha establecido una Comisión para la implementación del DIH. Actualmente está pendiente la aprobación del Protocolo III sobre el emblema de la Cruz Roja. 

En octubre de 2007, El Ministerio de Relaciones de Argentina participó en un foro dedicado al “Tratamiento de detenidos en operaciones militares”, que tuvo lugar en Copenhagen. Argentina también participó en la XXX Conferencia Internacional de la Cruz Roja y la Media Luna Roja, celebrada en Ginebra, en noviembre de 2007. Durante esta conferencia el gobierno argentino se comprometió a lo siguiente: ratificar el Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativos a la adopción de un emblema distintivo adicional (Protocolo III) el 7 de diciembre de 2005; continuar con la identificación, registro y marcaje de los bienes culturales amparados bajo la Convención de La Haya de 1954, promover la adopción de legislación interna para implementar la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, Producción y Almacenamiento de Armas Bacteriológicas (Biológicas) y Toxínicas y su Destrucción, del 10 de abril de 1972, y apoyar activamente el desarrollo, negociación y adopción de un nuevo instrumento internacional sobre municiones de racimo con el objeto de erradicar las consecuencias humanitarias de estas armas, durante el período 2008-2011.

GUATEMALA 

El Representante agradeció en primer lugar por la oportunidad de discutir estos temas y responder a los países en la esfera del DIH. Guatemala tiene una Comisión para la aplicación del DIH que promueve, aplica y examina el DIH en ese país. La comisión fue creada en 1999 y es un órgano del Ministerio de Relaciones Exteriores.

El Representante de Guatemala rectificó lo que había declarado el Representante de Nicaragua con respecto a la Corte Penal Internacional y recordó que cuando se discutió sobre la Corte el año anterior, Guatemala demostró los esfuerzos realizados para la ratificación del Estatuto de Roma y de la Corte Penal Internacional, lo cual actualmente se encuentra en un procedimiento legislativo.
CHILE

El Representante de Chile comenzó por declarar que en general los conflictos son una consecuencia de los problemas sociales, la intolerancia, el racismo y la impunidad. Al ofrecer educación a la sociedad, el DIH actúa en beneficio de establecer una alianza estratégica entre el gobierno y la sociedad civil.

Chile considera que es muy importante desarrollar ideas y posiciones que creen fórmulas para la promoción del DIH. Además, considera que debe ser posible asegurar la capacidad de respuesta en casos de conflictos al aplicar el DIH y con la participación de la población.

El Representante se refirió al Segundo Curso sobre Derecho Internacional Humanitario promovido por el Departamento de Derecho Internacional de la OEA, el cual ha abordado soluciones en la materia. El objetivo de esta sesión especial es aún más valioso como una extensión del Segundo Curso. Chile considera que el conocimiento de los valores y los principios del DIH constituye un desafío permanente. La iniciativa será útil al gobierno de Chile si los Estados pueden comprender que este tipo de encuentros contribuyen a la formación de tendencias y modelos del DIH.

IV.
TEMAS DE ACTUALIDAD Y AVANCES DEL DIH:

Durante el primer día los expertos del panel hicieron presentaciones sobre los temas sugeridos por los Estados de conformidad con el documento CP/CAJP-2540/07, del 22 de octubre de 2007, prestando especial atención a los esfuerzos del CICR en el cumplimiento del DIH y los avances del DIH mediante ratificaciones y aplicaciones de tratados en las Américas.

A.
Actualización sobre la Conferencia Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja

Angela Gussing presentó un resumen sobre los resultados y seguimiento de la XXX Conferencia de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, celebrada el 26 de noviembre de 2007, en Ginebra, Suiza. Entre los principales resultados de la conferencia se incluyó una sólida resolución sobre DIH; la condición auxiliar calificada de la sociedad nacional; la adopción y orientación sobre el uso de los emblemas de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja; la adopción de una estrategia de 10 años para el reestablecimiento de los vínculos familiares; el fortalecimiento de la implementación del acuerdo civil, un acuerdo del componente del movimiento de la Cruz Roja y la Media Luna Roja relacionado con la organización de datos y actividades internacionales en situaciones de desastre y conflictos; la adopción de directrices responsables para los desastres internacionales y el desarrollo de una orientación estratégica de la alianza entre los Estados y el Movimiento de la Cruz Roja y la Media Luna Roja para las cuestiones más importantes, tales como migración, violencia urbana, enfermedades de centros urbanos y cambios ambientales y climáticos. Además, los ofrecimientos de todos los miembros serán implementados durante el próximo año. 

La resolución sobre DIH fue aprobada con un informe de antecedentes que contiene los desafíos que se presentaron al DIH en los conflictos contemporáneos y un informe sobre derecho humanitario consuetudinario. Esta resolución reafirma los principios básicos del DIH que con frecuencia son violados. Asimismo, la resolución reafirma la causa por la cual es necesario que haya un compromiso firme por parte de los Estados para lograr la implementación del DIH a nivel interno y para erradicar la impunidad de esas violaciones. Asimismo, apoya la necesidad de abordar las consecuencias humanitarias de las municiones de racimo.

La resolución destaca que el derecho internacional de los derechos humanos, el DIH y el derecho de los refugiados protegen a las víctimas de los conflictos. La resolución establece que el DIH se aplica solamente a las situaciones de conflictos armados y no se lo debe extender a otras situaciones. La resolución recuerda que el principio y las disposiciones del DIH se derivan de los tratados internacionales y del derecho consuetudinario y recuerda que la obligación de respetar el DIH es obligatoria para todas las partes involucradas en un conflicto armado y no está basado en la reciprocidad. La resolución recuerda la necesidad de implementar el DIH a nivel interno e internacional. Sin embargo, la resolución aún carece de los requisitos de justicia y es necesario realizar más empeños al respecto. La impunidad de los crímenes perpetrados de conformidad con el DIH es inaceptable y no se pueden ignorar los derechos de las víctimas.

La parte resolutiva comienza abordando el tema de la obligación de todos los Estados de respetar y hacer respetar el DIH cuando se encuentran en una situación de conflicto y la obligación de todos los Estados de no fomentar las violaciones del DIH por cualquiera de las partes de un conflicto.

Todas las personas afectadas por un conflicto armado, incluidas las personas privadas de libertad en relación con el conflicto armado, tienen derecho a las garantías fundamentales establecidas por el DIH. Estas garantías fundamentales se aplican sin distinción desfavorable alguna basada en la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión o la creencia, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social, la fortuna, el nacimiento u otra condición, o en cualquier otro criterio similar. Reafirma la importancia de que se respete plenamente el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra de 1949. Reafirma la prohibición del homicidio, la tortura física o mental, el trato cruel o inhumano, los atentados contra la dignidad personal, particularmente los tratos humillantes y degradantes, los castigos corporales, las mutilaciones, los experimentos médicos o científicos, la violación u otra forma de violencia sexual, la toma de rehenes, las desapariciones forzadas y las penas colectivas, que con frecuencia tienen lugar en los conflictos armados contemporáneos. También reafirma la vital importancia de procurar a todas las personas privadas de libertad, en relación con un conflicto, las garantías procesales destinadas a garantizar que dicha detención o internamiento sean lícitos y no arbitrarios. Reafirma el derecho a un juicio justo con todas las garantías procesales esenciales y recuerda las protecciones adicionales específicas que el DIH otorga a los prisioneros de guerra y a otras personas protegidas, como los internados civiles. Continúa abordando temas de preocupación como el socorro humanitario y la asistencia médica. Reafirma la obligación de todas las partes de un conflicto armado, así como a las terceras partes, a prestar socorro humanitario y el acceso rápido a los trabajadores sanitarios para atender las necesidades de la población civil. Recuerda además la obligación de respetar en todas las circunstancias al personal sanitario, incluido el personal de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, sus medios de transporte, así como los establecimientos sanitarios. También subraya la necesidad de respetar el emblema y recuerda el empleo abusivo de los establecimientos médicos y otras instalaciones sanitarias que no actúan de acuerdo con las directrices sobre el uso del emblema adoptadas por todos los Estados.

En la conducción de las actividades, la distinción entre civiles y combatientes y entre bienes civiles y objetivos militares es un principio cardinal del DIH. Reafirma la prohibición de los ataques directos o indiscriminados contra civiles y el uso de civiles como escudos humanos. Además, hay una prohibición del uso de amenazas de violencia como, cuyo propósito principal sea sembrar el terror entre la población civil. Los métodos y medios de guerra no son ilimitados y está prohibido el empleo de armas que causen males superfluos o sufrimientos innecesarios. Es necesario incrementar los esfuerzos para fortalecer la protección de los civiles contra el uso y los efectos indiscriminados de armas y municiones. Hay una necesidad urgente de resolver las repercusiones de índole humanitaria de los restos explosivos de guerra y de las municiones de racimo.

La señora Gussing concluyó su presentación refiriéndose a los desafíos que presenta la implementación efectiva del DIH y exhortó a los Estados a asegurar su implementación interna a través de la educación y adoptando las medidas necesarias para poner fin a la impunidad. Subrayó la importancia de dictar sanciones visibles y previsibles, ya fueran de carácter penal o disciplinario, como un disuasivo de futuras violaciones. Todos los Estados Miembros que participaron en la Conferencia fueron exhortados a adoptar medidas para implementar esta resolución. 

Además la Conferencia formuló una Declaración, que focalizó la atención en las consecuencias de índole humanitaria de cuatro grandes desafíos:  el deterioro ambiental y el cambio climático; preocupaciones de índole humanitaria a las que da lugar la migración internacional; la violencia, particularmente en contextos urbanos, y el brote y recurrencia de enfermedades y otros problemas de gran magnitud. 

Se exhortó a los Estados Miembros a reafirmar su sólido compromiso para identificar y coordinar sus interacciones y alianzas entre la Cruz Roja, la Media Luna Roja y otras instituciones de todo el mundo.

B.
Principios del DIH aplicables al uso de empresas de seguridad privadas en los conflictos armados

El señor Aleardo Ferreti, Delegado Principal del CICR para las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos y Canadá inició su presentación refiriéndose a las empresas de seguridad privadas y el derecho internacional humanitario, afirmando que en situaciones de conflicto armado, hay tres elementos que participan e interactúan entre ellos: los Estados, sus fuerzas armadas y combatientes; el CICR y el derecho aplicable en estas situaciones particulares y excepcionales, es decir el derecho internacional humanitario (DIH) también conocido como Derecho de Guerra o Derecho de los Conflictos Armados.
Continuó manifestando que el DIH es el derecho que es aplicable en tiempos de conflictos armados que protege a las personas que no participan o que no continúan participando en las hostilidades, y además regula los medios y métodos permisibles de guerra. Todos los actores involucrados en situaciones de conflicto armado, incluidos los Estados, los grupos armados organizados, las fuerzas multinacionales, los civiles y el personal de las empresas privadas  militares o de seguridad (PMCs/PSCs – siglas en inglés) todos ellos están regidos por el DIH. Al CICR no le corresponde el papel de debatir acerca de la legitimidad del uso de empresas privadas en situaciones de conflicto, su interés exclusivamente humanitario se basa en la observancia del DIH en este tipo de situaciones.
Las PMCs/PSCs son empresas privadas y si bien el DIH es obligatorio para los actores no estatales, este es el único caso en que ellas son parte de un conflicto armado. Como personas jurídicas, las empresas privadas no están regidas por el DIH. No obstante, el personal de las PMCs/PSCs es considerado como personas que deben respetar las normas del DIH en situaciones de conflicto armado. 

Las personas que trabajan en las empresas privadas en situaciones de conflicto armado tienen los derechos y obligaciones amparados por el DIH; sin embargo, no hay una condición única para todos los empleados. Su condición varía entre un empleado y otro, dependiendo de la situación particular en la cual esa persona opera o la función que desempeña. Con frecuencia, enfoques subjetivos o altamente políticos hacia mercenarios tienden a complicar el examen jurídico de cada caso. 

Los empleados de las PMCs/PSCs se pueden distinguir en varias categorías jurídicas: Miembros de las fuerzas armadas; Cuerpos de Milicias o Voluntarios, si se encuentran bajo un comando responsable, utilizando el distintivo del emblema, portando armas en forma expuesta y obedeciendo las leyes y prácticas de guerra; Civiles que acompañan a las fuerzas armadas, prestando un servicio específico para las fuerzas armadas, no solamente para el Estado; y Civiles. Al menos estén clasificados como parte de las fuerzas armadas de un Estado, los empleados de las PMCs/PSCs son civiles. No pueden ser atacados y no pueden tomar parte en las hostilidades directas. Si ellos toman parte en las hostilidades directas durante su participación pierden la protección. Si son capturados no tienen derecho a la condición de prisioneros de guerra. Por otra parte, los mercenarios no son considerados como combatientes. No tienen el derecho a ser prisioneros de guerra y pueden ser enjuiciados por su directa participación en las hostilidades de conformidad con el derecho interno del país. 

Además, para poder ejercer algún tipo de control y supervisión, los Estados deberían establecer un sistema de licencias o regulatorio. Los elementos clave de un posible marco nacional regulatorio podría incluir lo siguiente: prohibir realizar ciertas actividades; requerir que el personal de las PMCs/PSCs obtengan licencias para operar con base en ciertos criterios, inclusive que las empresas capaciten su personal en cuestiones de DIH, adopten normas y procedimientos de operación y reglas de enfrentamiento que respeten los principios del DIH, y adopten medidas disciplinarias adecuadas; requerir autorización para cada contrato dependiendo del tipo de las actividades propuestas y la situación en el país en el cual operarán; y sancionar a aquellos que operen sin tener las autorizaciones necesarias.
La presentación concluyó cuando se refirió a las obligaciones de los Estados en materia de DIH. En su conjunto, estas obligaciones forman parte de un marco jurídico internacional muy amplio alrededor de las operaciones de las PMCs/PSCs. Algunas de las obligaciones son relativamente amplias y es necesario una orientación de manera que los Estados puedan poner en práctica sus obligaciones. Durante sus operaciones, el CICR es testigo de los efectos de la guerra en la población civil. Todos los días, y mantiene un diálogo con todas las partes de los conflictos armados realizando un esfuerzo para convencerlas que deben respetar el derecho internacional humanitario. En su carácter de organización humanitaria neutral, independiente e imparcial, el CICR no juzga las decisiones de los países de asignar tareas que conllevan el uso de la fuerza a las empresas privadas. No obstante, el CICR insiste que cualquiera que participe en un conflicto armado, incluidas las empresas privadas militares y de seguridad, deben respetar el derecho internacional humanitario. Los países que contratan empresas privadas, así como los países en las que estas empresas están presentes, también tienen la obligación de asegurarse que se respetan los principios del derecho internacional humanitario. 

C.
Aplicación nacional: Acontecimientos en la ratificación de los tratados sobre DIH su aplicación nacional en las Américas:

El señor Anton Camen, Asesor Jurídico del CICR para América Latina y el Caribe, comenzó su presentación refiriéndose a las responsabilidades de los Estados con relación al DIH, aún cuando no se encuentran en una situación de conflicto armado. Este compromiso fue adquirido cuando los Estados pasaron a ser signatarios de los Cuatro Convenios de Ginebra de 1949. Además, el señor Camen mencionó varios empeños para promover el DIH en todos los niveles de la sociedad, con el apoyo de la OEA y del CICR. 

En 2007, se llevaron a cabo 17 nuevas ratificaciones de tratados relacionados con el DIH en 12 países de las Américas. Por lo tanto, un creciente número de Estados establecieron comisiones nacionales para facilitar el cumplimiento de las obligaciones emanadas de los tratados. Actualmente, 17 países de las Américas tienen comisiones nacionales sobre DIH.

También se registraron avances concretos en otras áreas relacionadas con la implementación interna del DIH. Por ejemplo, el año pasado se promulgaron leyes en Argentina, Panamá y Nicaragua para sancionar las violaciones del DIH, en particular los crímenes de guerra. Otros doce Estados completaron la preparación de proyectos de ley sobre el mismo tema. Ecuador, México y República Dominicana enmendaron la legislación correspondiente al uso y protección de los emblemas de la Cruz Roja, la Media Luna Roja y Cristal Rojo. Argentina aprobó una nueva ley sobre la prohibición de armas químicas. Panamá adoptó sanciones con respecto a las violaciones de un gran número de tratados internacionales sobre armamentos, incluidas las armas químicas y biológicas, las minas antipersonal y las armas convencionales contenidos en los protocolos del Convenio de 1980. En tanto que El Salvador fortaleció la protección de los bienes culturales contra los efectos de los conflictos armados, incluidas nuevas medidas para su identificación y notificación. 

Durante la XXX Conferencia Internacional de la Cruz Roja y la Media Luna Roja, celebrada en noviembre de 2007, 10 Estados Americanos se comprometieron voluntariamente a procurar avances durante los próximos cuatro años en diferentes áreas relacionadas con la implementación del DIH. 

La ratificación de tratados y la adopción de leyes internas u otras medidas constituyen avances dentro de un proceso que es aún mucho más grande y más complejo.  Ni los tratados ni las medidas que se implementen son suficientes para asegurar la protección y asistencia adecuadas para aquellos que las necesitan en situaciones de conflictos armados. Es decir, las normas y leyes deben ser traducidas en acciones y abstenciones reales. Deben verse reflejadas en la conducta y comportamiento de los encargados de adoptar decisiones y en aquellos que actúan en estas situaciones de conflictos armados. 
El DIH no se aplica en los casos que no se trata de situaciones de conflicto armado. En casos de disturbios y tensiones, el uso de las armas letales es limitado a aquello que es estrictamente inevitable a fin de proteger vidas. El uso de la fuerza puede no ser ofensivo sino simplemente defensivo. El daño causado a terceros no se puede justificar con respecto a la necesidad de alcanzar una meta ulterior y no se puede utilizar para causar la muerte. 

El señor Camen concluyó su presentación afirmando que el respeto por la dignidad humana y por la ley, también son formas por las cuales se puede comprender la noción de protección, la cual es central en las actividades del CICR. Se deben considerar una gran cantidad de actividades a fin de persuadir a las autoridades públicas o a cualquier otra entidad, que deben cumplir con sus obligaciones relacionadas con la seguridad, integridad y dignidad de las personas afectadas por un conflicto armado u otras situaciones de violencia. Al respecto, el señor Camen manifestó que el CICR continúa comprometido con su trabajo con la OEA y en los Estados Miembros.

DIÁLOGO CON LOS ESTADOS MIEMBROS

Después de concluir con las presentaciones contenidas en los literales A., B. y C., el Presidente de la CAJP otorgó un período para establecer un diálogo entre los panelistas y los Estados Miembros. Durante este debate, varios Representantes hicieron uso de la palabra para ofrecer sus opiniones y responder a preguntas sobre los temas formulados durante las presentaciones. Entre las intervenciones de los Estados Miembros, la Representante Permanente del Uruguay solicitó más información y preguntó si hay casos que tratan de la responsabilidad individual de las empresas de seguridad privadas, y si esos actores pueden ser demandados de conformidad con el código penal, ya sea interno o internacional. La señora López-Ortiz explicó este asunto e indicó que en realidad no hay casos documentados sobre el proceso de sancionar personas contratadas en forma privada que hayan violado las normas del derecho internacional. El único caso en que se ha manifestado esta conducta fue en el caso de la prisión de Abu-Gharib; no obstante, no hay datos que indiquen que estos individuos hayan sido sujetos a un procedimiento bajo un código penal. 

El Representante de Venezuela solicitó que se mencionen ejemplos en los que las sanciones penales puedan ser aplicadas a las empresas privadas y que se les atribuya responsabilidad. La perspectiva de Venezuela es que esto trata de la privatización de una guerra y desearía saber si las sanciones pueden ser aplicadas a los países que contratan servicios militares de empresas privadas. La señora López-Ortiz respondió indicando que en realidad no hay casos documentados de sanciones debido a las actividades de los empleados. En lo que respecta a la privatización de la guerra, en último caso un Estado tiene el derecho a decidir si desea tercerizar o no sus guerras y el CICR no tiene ninguna norma contra esta medida. El factor importante a considerar es que estas personas tienen que respetar el DIH como cualquier otra persona. La aplicación del DIH depende muchísimo de la situación específica que se de en el terreno. Si una persona o contratista ha estado participando directamente en actividades que constituyen violaciones del DIH, éstos pueden ser considerados responsables y se les puede aplicar el marco jurídico apropiado. Este marco jurídico puede consistir en las normas de derechos humanos o el DIH. El señor Ferreti respondió que las preguntas surgen de los desafíos destacados en nombre del panel y que es necesario observar el marco jurídico específico que aborda las violaciones por parte de los contratistas de estas empresas a nivel interno e internacional. En los casos en que hay una responsabilidad individual, la persona que comete la violación puede ser considerada individualmente responsable por el hecho. 

El Representante de Costa Rica solicitó información con respecto a la relación entre las personas contratadas individualmente y las actividades de los mercenarios. Además, solicitó información sobre qué es lo que se considera necesario de acuerdo con el DIH, para que se apliquen las normas del DIH.  La señora López-Ortiz respondió que con respecto al concepto de mercenarios, se debe entender que estos combatientes no corresponden a ninguna categoría específica. En realidad su clasificación corresponde con las actividades en las que ellos participen. Los actores privados son tratados de acuerdo con la naturaleza de sus acciones y funciones. Por ejemplo, si participan en actividades de combatientes, serán clasificados en esa categoría. Respectivamente, si sus acciones corresponden a civiles, entonces serán considerados y tratados como tales.  La clasificación debe ser considerada a la luz de sus actividades. El señor Ferretti indicó que los órganos están constituidos a nivel nacional y por lo tanto deben ser regulados por la legislación interna. Por esta razón, sería beneficioso establecer un consenso que demande mayor responsabilidad por estas acciones. El marco jurídico y los mecanismos que pueden controlar esta situación existe, lo que es necesario es implementarlos.  La condición de estos órganos es determinada por su acción en el campo. Si sus actos son ilegales serán tratados como tales.

El Representante de México manifestó que estaba satisfecho con los temas presentados y sobre las preguntas formuladas por los Representantes, especialmente en lo que se refiere a las PMC’s/PSC’s. La inclusión de estos temas permite que las reuniones sean más dinámicas y que sean importantes en contenido y profundidad. México desearía invitar a los Estados Miembros a presentar temas adicionales que puedan ser de gran interés. 

El Representante de Venezuela pidió más información para conocer qué es lo que se requiere para constituir una fuerza armada privada, quién puede contratar esas empresas y cuál es la norma jurídica internacional que regula estas empresas privadas durante los conflictos armados. La señora López-Ortiz respondió que las empresas de servicios militares y de seguridad privadas están constituidas como cualquier otra empresa privada. Su existencia está permitida a medida que cumplan con los requisitos internos, tales como documentación de su condición jurídica y registro. Cualquiera que opte por contratar sus servicios y pueda pagarlos podrá tener la capacidad y derecho de contratar estas empresas. Es la responsabilidad de los Estados disponer de legislación que regule sus actividades.

D.
Personas privadas de libertad
El señor Jens-Martin Mehler, Coordinador Detención, Delegación Regional para Estados Unidos y Canadá, CICR, expuso sobre dos temas: un panorama sobre las actividades del CICR relacionadas con las personas privadas de su libertad y la posición del CICR con respecto a las salvaguardas procesales y garantías judiciales para personas que han sido detenidas o internadas debido a un conflicto armado u otras situaciones de violencia.
Las visitas a las personas privadas de libertad son un principio esencial de las actividades de protección del CICR. Estas personas pertenecen al grupo más vulnerable y para atender a sus necesidades básicas y asegurar su protección física dependen totalmente del personal y de las autoridades que los supervisan. Por lo tanto, el objetivo principal de las visitas a los detenidos del CICR son para asegurar que se respetan plenamente la integridad física y mental de los detenidos o internados y que sus condiciones de detención cumplen con las normas del derecho internacional humanitario y otras normas internacionales reconocidas en la materia. Esto significa que el CICR brega por prevenir o evitar las ejecuciones sumarias y extrajudiciales, las desapariciones forzadas, la tortura y otras formas de maltrato, y toma medidas para mejorar las condiciones de los detenidos. El CICR trata también de restablecer y mantener contactos entre los internados y los miembros de sus familias. Además, el CICR lucha para prevenir las fallas en materia de respeto de las garantías judiciales fundamentales y las salvaguardas procesales. 

El trabajo realizado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con respecto al proyecto de Declaración de Principios sobre la Protección de Personas Privadas de Libertad en las Américas, de 2006, es un importante avance en la dirección correcta, lo cual ha sido recibido con beneplácito por el CICR, la cual fue comentada en forma constructiva.
El señor Jens-Martin Mehler resumió el trabajo realizado por el CICR durante el Siglo XX con relación a la asistencia prestada a los detenidos. Como resultado de esa gran experiencia, el CICR ha formulado condiciones estrictas para estas visitas. Asimismo, describió la forma en que se realizan estas visitas a los detenidos. 

El señor Jens-Martin Mehler, mencionó los dos puntos fundamentales de las visitas, el diálogo y la confidencialidad. El CICR comparte sus resultados y conclusiones con las autoridades responsables, y solamente con ellas. Nunca se presenta en público lo que se ha observado durante una visita. Se reserva el derecho a hacer una denuncia pública, pero únicamente si no se cumplen las condiciones estrictas y después de una cuidadosa consideración del caso. Asimismo, destacó cuáles son las condiciones necesarias que deben estar presentes para informar al público. El CICR espera que por su parte, las autoridades también  respeten la confidencialidad. Al aceptar los métodos de trabajo y la presencia del CICR, las autoridades acuerdan mantener discusiones sobre problemas delicados y se comprometen a tratarlos con buena fe.

Con respecto al segundo tema, el CICR trata de asegurar las garantías judiciales, la salvaguarda procesal y la transparencia del sistema administrativo de detención.

Concluyó señalando que las recomendaciones del CICR son las orientaciones a las cuales siempre se pueden referir las autoridades. Sin embargo, en un análisis final, la responsabilidad recae en la autoridad encargada de la detención.

E.
Municiones de racimo
El señor Anton Camen, Asesor Jurídico del CICR para América Latina y el Caribe, comenzó su presentación afirmando que el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) cree firmemente que es necesario adoptar un nuevo tratado que prohíba el uso, desarrollo, producción, almacenamiento y transferencia de las bombas de racimo erráticas y no confiables; que requiera la eliminación de los almacenamientos actuales de estas bombas; que ofrezca asistencia a las víctimas y la eliminación de las bombas de racimo y la realización de actividades que minimicen el impacto de estas armas en la población civil. El CICR considera que este es un enfoque equilibrado a la luz de las preocupaciones de las instituciones humanitarias y la experiencia recogida por el CICR sobre el papel que desempeñan estas armas en las actividades militares.

El señor Anton Camen cree que hasta que no se adopte este tratado, el CICR repetirá su exhortación a todos los Estados para que pongan fin inmediato al uso de estas armas a nivel nacional y que no las transfieran a nadie y destruyan sus almacenamientos. Luego mencionó con beneplácito que ya algunos países habían tomado estas medidas; a saber, Austria, Bélgica, Hungría y Noruega.

Continuó luego dando ejemplos, tales como el Líbano, un conflicto que duró solamente un mes, y sin embargo donde las bombas de racimo han tenido muy severos y enormes impactos. Estos impactos a largo plazo también han ocurrido en los conflictos en Laos, Afganistán, Iraq, Chechenia, Kosovo y Etiopía-Eritrea. Grupos armados no estatales han comenzado a obtener y utilizar estas armas. Si no hay una acción concertada, las pérdidas y bajas humanas debido a las bombas de racimo serán mucho peores que las que han ocurrido con las minas antipersonal, las cuales actualmente están prohibidas en las tres cuartas partes de los países. A la inversa de las minas antipersonal, que formaban parte del arsenal de prácticamente todas las fuerzas armadas del mundo, en la actualidad es relativo el número de contados Estados que poseen bombas de racimo, y es  tremendo el sufrimiento humano que se puede prevenir mediante una acción concertada de la comunidad internacional.  

En su empeño por avanzar en su trabajo sobre este tema, el señor Antón manifestó que el CICR auspició la Reunión de Expertos en Montreux, en abril de 2007, la cual le permitió a los gobiernos, organismos de Naciones Unidas, expertos militares y técnicos, organizaciones encargadas de remoción de minas, y a expertos de las ONG y del CICR, recibir importante información y datos sobre los aspectos más importantes del problema de las municiones de racimo y las posibles soluciones para enfrentar el desafío humanitario, militar, técnico y legal que presentan este tipo de municiones. 

Tomando en cuenta otras iniciativas internacionales, el CICR acogió con beneplácito el Proceso de Oslo, como respuesta a lo planteado a fines de 2006, de que es necesario que todos los Estados se comprometan con normas obligatorias a la prohibición de este tipo de municiones de racimo que causan este enorme problema humanitario. Esperamos que se tomen medidas decisivas durante la próxima reunión que tendrá lugar en Wellington, Nueva Zelandia durante el próximo mes, y durante las negociaciones formales que se llevarán a cabo en Dublín, en mayo de 2008.
Sin embargo, el CICR cree que las discusiones y negociaciones detalladas que han tenido lugar en el ámbito del CCW, pueden constituir una útil contribución, si concentran la atención en la preparación de normas con fuerza obligatoria sobre las municiones de racimo. Estas normas pueden ayudar a los países a asegurar la prohibición conjunta que emerge del Proceso de Oslo y al mismo tiempo adoptar compromisos específicos de tomar medidas concretas para abordar los problemas causados por estas bombas. 

La Asamblea General la OEA, mediante la resolución AG/RES. 2293 (XXXVII O/07) del 5 de junio de 2007, reconoció en su punto resolutivo 15 las consecuencias humanitarias del uso de las bombas de racimo. El señor Camen invitó a los Estados Miembros de la OEA a participar, en los foros pertinentes, en las discusiones en marcha sobre la forma en que se deben enfrentar estas consecuencias y consideren la posibilidad de abordar este tema más específicamente de las municiones de racimo en una resolución este año de la Asamblea General; es decir, mediante un compromiso de trabajar hacia la concreción de un nuevo tratado internacional que responda a los problemas causados por estas municiones.
V.
TEMAS INFORMATIVOS SOBRE DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

El segundo panel del día examinó los desafíos que se presentan para lograr avances en el área de derecho internacional humanitario en los que los Estados tienen un interés específico. Este panel fue dirigido por la señora Laura Olson, Dr. Eduardo Vega, Dra. Ana María Arango y el señor Oscar López Goldaracena. El panel examinó los temas actuales sobre DIH, en particular la protección de las personas privadas de libertad, la protección de los desaparecidos y la ayuda a sus familias, la protección de las personas desplazadas y las violaciones serias del DIH.

A.
Protección de personas en situación de violencia interna que no son conflictos armados

Michel Minnig, Jefe de la Delegación Regional del CICR, Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay, se refirió a la violencia interna. Comenzó subrayando la experiencia del CICR cuando se refiere a los conflictos internos, mencionó los progresos logrados por los países del Cono Sur y de todo el continente, relacionados con la leyes de represión de los crímenes de guerra, de conformidad con el Estatuto de Roma y la creación de la Corte Penal  Internacional. Además, indicó que el CICR aprecia los esfuerzos realizados por las fuerzas armadas de la región con respecto a la revisión y adecuación de las normas del DIH y sus directrices, tales como los manuales de procedimiento y los planes de enseñanza. 

Observó que en América Latina y el Caribe, donde han retrocedido notablemente los conflictos armados, estas situaciones de “violencia interna”  llaman cada vez más la atención de las autoridades por las graves consecuencias humanitarias que generan. Explicó que se puede considerar que existe una situación de “disturbios internos” cuando sin que haya un conflicto armado no internacional propiamente dicho, existe dentro de un Estado, un enfrentamiento que presenta cierta gravedad o duración e involucra actos de violencia.  A diferencia de los “disturbios internos”, las “tensiones internas” no son enfrentamientos armados.  La situación de tensión interna puede consistir en cualquier tensión seria dentro de un Estado, tensiones políticas, religiosas, raciales, sociales o económicas. Las situaciones de “violencia interna”  --que no se pueden describir como “conflictos armados” – están por debajo del umbral de aplicación del DIH. Para este tipo de conflicto están vigentes las normas del derecho internacional de derechos humanos que regula el uso de la fuerza por parte de los agentes del Estado. 

La intervención del CICR está motivada por tres factores: (1) la amplitud de las consecuencias humanitarias; (2) el valor agregado de la acción de nuestra institución en base a su experiencia, a su capacidad así como a su “modus operandi” de organización neutral, imparcial e independiente; y (3) la aceptación de las autoridades. 

En una situación de “violencia interna”, donde no se aplican como tales las disposiciones del DIH, el “derecho de iniciativa humanitaria” se desprende de los Estatutos del Movimiento de la Cruz Roja y Media Luna Roja. Una vez determinada la gravedad derivada de una situación de “violencia interna” y conseguido el acuerdo de las autoridades pertinentes para llevar a cabo una acción humanitaria, el CICR usa “mutatis mutandis, el mismo modo de acción que el aplicado en un contexto de conflicto armado.

En América Latina, la respuesta humanitaria del CICR, frente a la “violencia interna”, sigue dos patrones paralelos, uno “preventivo” y el otro “operativo”. Las actividades desempeñadas en el campo preventivo abarcan programas de cooperación con las fuerzas de seguridad, y tienen como finalidad la revisión y la adecuación de todas las directrices operacionales o educacionales, en todo lo concerniente a las reglas de los derechos humanos, aplicables al uso de la fuerza. El campo operativo cuenta con las siguientes actividades: el diálogo bilateral con las autoridades sobre las consecuencias que pueden desprenderse de un uso inadecuado o desproporcionado de la fuerza; las visitas a personas privadas de libertad a raíz de las mencionadas situaciones con la finalidad de monitorear las condiciones de detención y el trato; el apoyo a las autoridades carcelarias a fin de mejorar la gestión de los lugares de detención; y/o el desarrollo de programas médico-sociales realizados por la Sociedades Nacionales de la Cruz Roja en zonas afectadas por situaciones de violencia. 

En conclusión, el señor Minning indicó que el CICR quisiera agradecer a los Estados que ya han apoyado la intervención del CICR en situaciones de “violencia interna” y agradecer de antemano a los Estados que lo harían al existir una necesidad.

B. Actualización sobre las actividades del CICR en América Latina y el Caribe

Angela Gussing, Jefa de Operaciones para América Latina y el Caribe, del CICR, comenzó su presentación explicando que durante los conflictos armados anteriores y actuales, el CICR junto con la Sociedad Nacional como su primer aliado estratégico, han actuado para proteger la población civil y los detenidos, prestando asistencia a las personas afectadas por los conflictos armados y asistiendo en otras tareas relacionadas con los desaparecidos.

Refiriéndose a las actividades en el campo de la violencia interna, la oradora destacó el trabajo realizado con la Policía y las fuerzas armadas sobre el uso de la fuerza. Además, se refirió a las actividades realizadas en nombre de la Sociedad Nacional al abordar eventos y situaciones específicas, trabajos con jóvenes en ciertas escuelas y el trabajo realizado en los lugares de detención. 

Con referencia a la institución del DIH y de NIHA, la promoción e integración del derecho internacional humanitario y la relación de la Cruz Roja con actores específicamente neutrales e independientes es aceptada por todos.

El CICR tiene delegaciones en los países, en Colombia y Haití; también delegaciones regionales, en México, Buenos Aires, Lima, y Caracas; y oficinas en algunas ciudades, Guatemala y Brasilia. Entre los recursos del CICR se cuentan US$55 millones para el presupuesto de 2008 y 407 funcionarios nacionales y 87 no nacionales.

Con respecto a las consecuencias humanitarias de los conflictos armados en Colombia, la señora Gussing se refirió al amplio enfoque de protección, a la asistencia vital a las víctimas de los conflictos, al enfoque integral con respecto al desminado y a la gran alianza que mantiene con la Cruz Roja Colombiana. Con respecto a los desaparecidos, la señora Gussing destacó el apoyo del CICR a las familias y al restablecimiento de los vínculos familiares, el respaldo a las actividades forenses, a los trabajos de verificación de información cruzada, el apoyo a los mecanismos nacionales y el respaldo a las ONG y a las organizaciones de la sociedad civil que participan en ese país. Con respecto a los prisioneros, la señora Gussing se refirió a las visitas regulares del CICR a los prisioneros de toda la región, el contacto y apoyo a las familias y la cooperación entre las autoridades del CICR para mejorar las condiciones de los detenidos.

También hay consecuencias humanitarias en otros lugares de la región con situaciones de violencia, incluidos Haití, México, Lima, Buenos Aires, y Caracas. El CICR desempeña un importante papel trabajando con la policía y las fuerzas armadas, a través del diálogo y la integración y visitas a detenidos, apoyando el mejoramiento de las condiciones de los detenidos, prestando apoyo y contacto con las familias. La Sociedad Nacional apoya estos empeños mediante la realización de actividades tales como el trabajo en los centros urbanos, los primeros auxilios, las evacuaciones de emergencia, los funerales, y asegurando el acceso seguro a los voluntarios. Además, se trabaja con las escuelas en cuestiones relacionadas con la juventud y la violencia y presentando programas de estudio sobre derecho humanitario lo cual, entre otras cosas, capacita a los profesores.

Entre las prioridades del CICR en América Latina y el Caribe se incluyen los conflictos armados internos en Colombia, las situaciones de violencia en Haití, las personas desaparecidas en el Perú, Guatemala, Colombia, Chile y Argentina. Además hay otras situaciones de violencia en las ciudades, contra las personas indígenas, en las cárceles y en las demostraciones callejeras. Entre las actividades de protección del CICR se incluyen las visitas regulares a todos los centros de detención, abordando el tema de las ejecuciones sumarias y las amenazas de muerte, los archivos y registros extravoadps de personas, el apoyo a las familias de los prisioneros y de los desaparecidos, y trabajando en el rastreo y unificación de las familias. Las actividades de cooperación incluyen alianzas esenciales para prestar ayuda a personas en 6 ciudades, promover el DIH y los derechos humanos, fijando como objetivos el respeto y la implementación del DIH, el rastreo de personas y el acceso más seguro de los voluntarios del CIRC.
VI.
DIÁLOGO CON LOS ESTADOS MIEMBROS

Al concluir las presentaciones mencionadas en los literales D y F, el Presidente de la CAJP ofreció la palabra para promover un diálogo entre los panelistas y los representantes de los Estados Miembros. Durante este debate, varios representantes hicieron uso de la palabra para expresar sus puntos de vista y responder preguntas sobre las cuestiones examinadas durante las presentaciones. Entre las intervenciones de los Estados Miembros, el Representante Permanente de México solicitó al señor Camen que le informara y aclarara la posición del CICR con respecto a la prohibición total de las municiones, porque si él había entendido correctamente, quería que le aclarara cuál es el fundamento del CICR para no apoyar la prohibición total de las municiones. 
El señor Camen respondió que la meta subyacente de la posición del CICR no es la prohibición total contra las municiones, sino una prohibición a las municiones que no son precisas. El fundamento de esta posición está basado en consultas realizadas con Estados donde las exigencias están basadas en los principios del derecho humanitario, al mismo tiempo que se considera la necesidad de la seguridad del Estado. Actualmente parece ser muy difícil crear un tratado prohibiendo todas las municiones completamente. Uno de los obstáculos principales es la falta de una definición clara de las municiones de racimo. Los Estados y los expertos no tienen una definición única para lo que constituyen las municiones de racimo. Hay municiones con un contenedor de 600 centenarios. Hay municiones que tienen ente 4 y 8 sub municiones. Algunas municiones son utilizadas solamente con una artillería específica. Ciertos modelos pueden ser dirigidos con exactitud específica a un objetivo militar y esto reduce su efecto. Otras tienen una alta precisión, aproximadamente un 91% de exactitud. Por lo tanto, si es posible dirigir estas municiones con exactitud a objetivos militares, se pueden evitar las consecuencias humanitarias. Hay consecuencias humanitarias cuando no se tiene la habilidad para dirigir las municiones a los objetivos militares cuando las municiones no detonan cuando deben hacerlo. En consecuencia, el CICR no considera que la existencia de las municiones es un problema del DIH, sino que un problema que está bajo el ámbito del DIH es cuando hay fallas de precisión con respecto al objetivo. Por estas razones, el CICR apoya la prohibición de ciertos tipos de municiones. 

El Representante de Guatemala manifestó que las actividades principales del CICR con la Comisión Nacional de Guatemala ha sido que el Estado adopte las normas del DIH. En 2005, se establecieron en el código penal las leyes relacionadas con los crímenes de guerra. En el 2006, se reunieron grupos para abordar el tema de las municiones de racimo, las personas desplazadas y los desaparecidos. El Gobierno de Guatemala creó además la Oficina de Información para asistir en los casos de personas desaparecidas. En lo que respecta al trabajo que puede realizar la Comisión, manifestó el Representante, que su país considera importante promulgar leyes y difundir información en forma de bases de datos. 

El Representante de Venezuela manifestó que es pertinente que los Estados Miembros, a través de la CAJP y de la Oficina de Derecho Internacional, continúen participando en estos cursos y presenten nuevos temas tales como el de las PMC’s/PSC’s. Si bien parece increíble, para muchos este tema es desconocido. Por lo tanto, los Estados Miembros deben coordinar y asegurar que se traten estos nuevos temas. Al promover estos cursos los Estados Miembros tienen la oportunidad de aprender acerca de los aspectos técnicos, por ejemplo sobre armamento, que de otra forma serían cuestiones desconocidas. Los Estados Miembros deben tomar ventaja y promover un mayor conocimiento sobre estos temas mediante seminarios e intercambio de información. 

VII.
SESIÓN DE CLAUSURA
Durante la sesión de clausura, el señor Wilson, de la Oficina de Derecho Internacional hizo una reseña sobre las conclusiones y recomendaciones formuladas por los participantes en la sesión especial, entre las cuales se incluyeron las siguientes:

· Destacar el papel de liderazgo de los Estados Miembros de la OEA con relación a la ratificación de instrumentos sobre DIH y la implementación de las obligaciones acordes al DIH.

· Felicitar a los Estados Miembros que recientemente han pasado a ser Parte de los instrumentos internacionales sobre DIH o que han promulgado leyes para su implementación.  

· Utilizar como posibles modelos en otros países del Hemisferio, algunos trámites legislativos, (como la reciente legislación adoptada en Uruguay, México, Perú y Trinidad y Tobago).

· Alentar a los Estados Miembros a promover la elaboración de legislación interna para la promoción e implementación del DIH, incluida la implementación de las obligaciones generales correspondientes al DIH, la penalización de las violaciones graves del DIH, la protección de los emblemas y la adopción del Protocolo III Adicional sobre la creación de un nuevo emblema.  

· Reconocer los esfuerzos de cooperación realizados entre la OEA y el CICR y alentar mayores actividades y formas de cooperación.

· Felicitar al CICR por la creación de una alianza centralizada para las actividades de cooperación entre el CICR y la OEA.  

· Utilizar la creación de esta oficina como un modelo para organizar las actividades de la Secretaría General de la OEA y centralizar las funciones de comunicación y coordinación de las entidades de la OEA que actualmente trabajan con cuestiones relacionadas con el DIH.

· Felicitar a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos por su gran éxito de cumplir con el mandato de la Asamblea General de llevar a cabo el Segundo Curso Introductorio sobre Derecho Internacional Humanitario.  

· Alentar a la Asamblea General y a los órganos de la OEA a que continúen promoviendo cursos, seminarios y sesiones especiales adicionales para promover el DIH en las Américas.

· Promover el papel de las organizaciones de la sociedad civil, tales como la Sociedad Americana de Derecho Internacional, que pueden desempeñar un importante papel en la promoción y protección del DIH en las Américas.

· Promover el acceso a la información pública como una forma de resolver los casos de las personas desaparecidas, las violaciones del DIH, y los derechos humanos en el Hemisferio, así como destacar el importante papel de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Perú, la cual puede servir como modelo para las reparaciones en los demás países del Hemisferio.
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SPECIAL MEETING OF THE COMMITTEE ON JURIDICAL AND POLITICAL AFFAIRS ON TOPICS OF CURRENT INTEREST IN INTERNATIONAL HUMANITARIAN LAW

Date:  January 25, 2008

Simón Bolívar Room

Washington, D.C.

General Assembly resolution AG/RES. 2293 (XXXVII-O/07), “Promotion of and Respect for International Humanitarian Law,” instructs the Permanent Council, with support from the International Law Office of the Department of International Legal Affairs of the General Secretariat, and in cooperation with the CICR, to hold a special meeting on topics of current interest in international humanitarian law, including a high-level dialogue, prior to the thirty-eighth regular session of the General Assembly.

This special meeting will be coordinated with the topics of the Second Segundo Curso sobre Derecho Internacional Humanitario, to take place on January 24, 2008.
There are numerous topics on international humanitarian law of importance to the member states, which could be addressed at the special meeting on international humanitarian law.  The topics included the two sections below–one for topics of current development and concern and the other for informational topics–provide general information on several possible areas and issues that states may choose to incorporate into the agenda.  Member states should not feel limited to the topics listed below and are invited to make their own proposals.

I.
Opening Session:

· 9:30 a.m. – 10:00 a.m.

-
Roberto Álvarez Gil, Chair of the Committee on Juridical and Political Affairs, Permanent Representative of the Dominican Republic

-
John M. Wilson, Oficina de Derecho Internacional , Department of International legal Affairs

II.
High-level dialogue:

· 10:00 a.m. – 10:30 a.m.

-
Permanent Representatives to the OAS


In accordance with resolution AG/RES. 2293 (XXXVII-O/07), “Promotion of and Respect for International Humanitarian Law, the objective of this segment of the high-level dialogue will be to enable permanent representatives to express and share views regarding advances and challenges of international humanitarian law at the regional and universal levels, as a preamble to technical discussions of subsequent segments.
III.
Current DIH topics and development:

· 10:30 a.m. – 11:00 a.m.

Angela Gussing, Head of Operations for Latin America and the Caribbean, CICR

Update on Red Cross Red Crescent International Conference:  Outcomes of, and follow-up to the 30th International Conference of the Red Cross and Red Crescent (Geneva, November 26-30, 2007), with an emphasis on protected persons (e.g. internally displaced persons, migrants, etc.).

· 11:00 a.m. – 11.30 a.m.

Liliana López Ortiz, Deputy Director of International Humanitarian Law, Secretariat of Foreign Affairs, Mexico

Aleardo Ferretti, Principal Delegate for the Armed Forces of the United States and Canada, CICR

The use of private security firms in armed conflicts: Dialogue regarding DIH principles applicable to the participation of private security firms in armed conflicts.

· 11:30 a.m. – 12 noon

Dante Negro, Director, Oficina de Derecho Internacional , OAS

Anton Camen, CICR Legal Adviser for Latin America and the Caribbean

National Implementation:  Developments in DIH Treaty Ratification and National Implementation in the Americas, including progress by the States and the preparation of model laws by the Inter-American Juridical Committee, as well as updates from the Second Universal Meeting of DIH Commissions in Geneva in March 2007, the regional DIH conference in Mexico in August 2007, and outcomes of the expert consultations on DIH enforcement.  

· 12 noon – 12:30 p.m.

Jens-Martin Mehler, Detention Coordinator, Regional Delegation for the United States and Canada, CICR

Persons Deprived of their Liberties: CICR Activities Related to Persons Deprived of Their Liberty, including a discussion on procedural principles and safeguards in administrative detention and internment in armed conflict and other situations of violence.

· 12:30 p.m. – 1:00 p.m.

Anton Camen, CICR Legal Adviser for Latin America and the Caribbean

Cluster Munitions: The need to address the humanitarian consequences of the use of Cluster Munitions and a possible international treaty on the topic; update concerning ongoing discussions at the pertinent forums on Cluster Munitions and the manners in which to address the humanitarian consequences of their use. 

IV.
DIH Informational Topics:

· 1:00 – 1:30 p.m.

Angela Gussing, Head of Operations for Latin America and the Caribbean, CICR

Michel Minnig, Head of Regional Delegation for Argentina, Brazil, Chile, Paraguay and Uruguay, CICR

Internal Violence: Protection of persons in situations of internal violence that are not armed conflicts.  Presentation on the role and humanitarian concerns in such situations with a particular focus on the effects of "urban violence," drawing upon concrete CICR field experiences in Latin America and the Caribbean

· 1:30 p.m. – 2:00 p.m.

International Humanitarian Law Commission of Guatemala

Families of Missing Persons: Needs of families of missing persons, starting with the need to know what happened, effective efforts undertaken in the hemisphere concerning this issue.  This topic would focus on the obligations of States and draw on the experience of the National Commission.

· 2:00 p.m. – 2:30 p.m.

Angela Gussing, Head of Operations for Latin America and the Caribbean, CICR

CICR Operations in the Americas:  Update on CICR Operations in Latin America and the Caribbean
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In situations of armed conflict, three elements come into play and interact with each other: States, their armed forces and combatants; the International Committee of the Red Cross (CICR); and the law applicable in such a particular and exceptional situation (lex specialis), namely international humanitarian law (DIH) also known as Law of War or Law of Armed Conflict.

International humanitarian law is the body of international law applicable in times of armed conflict that protects persons not or no longer taking part in hostilities; and regulates permissible means and methods of warfare. Everyone in situations of armed conflict – States, organized armed groups, multinational forces, civilians and the staffs of private military/security companies (PMCs/PSCs) – is bound by DIH.

Over the last years, the traditional functions of the State and its armed forces in wartime have increasingly been contracted out to private military and security companies. While the presence of these companies in conflict situations is not a new phenomenon, their members have increased over the last years and, more significantly, the nature of their activities has changed. In addition to the more traditional logistical support, PMCs/PSCs have been more and more involved in activities that bring them close to the heart of military operations – and thereby into close proximity to persons protected by DIH. Those activities include the protection of military personnel and assets, training and advising armed forces, the maintenance of weapons systems, the interrogation of detainees, and sometimes even fighting.

A lot of the discussion related to PMCs/PSCs centers around the legitimacy of outsourcing the use of force and the question as to whether there should be limits to States formally doing so. Whatever the answer to this debate, the only realistic assumption in the medium term is that the presence of contractors will increase in situations of armed conflict. Reasons underlying this assumption are the downsizing of troops, and the acquisition of sophisticated weapons systems and the need for technical military expertise. Weaker armies will possibly seek the capacities of PMCs/PSCs, as well as international organizations (IOs) and non-governmental organizations (NGOs). Maybe even armed opposition groups will tap into PMCs/PSCs, or such companies will be hired for multinational operations if States cannot provide the troops required.

It is not the CICR's role to engage in the debate about the legitimate use of private companies in situations of armed conflict. Its exclusively humanitarian interest lies in the observance of DIH in such situations.

PMCs/PSCs are private companies. While DIH is binding on non-State actors, this is only the case insofar as they are parties to an armed conflict (namely, as organized armed groups). As legal entities, private companies are not bound to DIH, contrary to their staffs, who as individuals must abide by DIH in situations of armed conflict. 

Individuals working for private companies in situations of armed conflict have rights and obligations under DIH – but there is no single status for all employees. The status varies for each individual, depending on the particular situation in which s/he operates or the function s/he performs. Also, the often subjective or highly political approach to mercenaries tends to complicate the legal examination of the issue. 

The question for the CICR is not whether PMCs/PSCs should be present in situations of armed conflict, but what international humanitarian law says when they are. What are the obligations of PMCs/PSCs and their staffs, and what are the obligations of States? This is the focus of my presentation.

Employees of PMCs/PSCs can fall into several legal categories:

· Members of the armed forces in the sense of Art 4 A(1) and (3) of GC
III, or 43 of AP
I

· Militias/Volunteer Corps Art 4 A(2) of GCIII, if under responsible command, using distinctive fixed sign, carrying arms openly, and obeying the laws and customs of war

· Civilians accompanying the armed forces per Art 4 A(4) of GCIII, performing a specific service to the armed forces as such, not only to the State 

· Civilians. The majority of PMCs/PSCs contractors fall into this category.

Unless part of the armed forces of a State, employees of PMCs/PSCs are civilians, and accordingly:


- they may not be targeted, and

- they may not take a direct part in hostilities.

If they take direct part in hostilities, they lose protection from attack during such participation.

If captured, they are not entitled to prisoner of war status (unless they serve as civilians accompanying the armed forces, see above). As such, they can be tried for mere participation in hostilities, even if they have not committed any violation of DIH. 

Mercenaries, on the other hand, do not constitute combatants and have no right to prisoner of war status, per Art 47 of API. Mercenaries can be prosecuted for directly participating in hostilities under domestic law. 

Most employees of PMCs/PSCs are not specifically contracted in order to fight in an armed conflict; and do not take a direct part in hostilities. They are quite often hired for other services, such as training, personal security, or intelligence activities.

According to Art 1 Common to the four Geneva Conventions of 1949, States have an obligation to respect and ensure respect for international humanitarian law. States have several categories of roles to play – in particular, States that hire PMCs/PSCs; States where PMCs/PSCs are incorporated; States in whose territory PMCs/PSCs operate; and States of nationality of the employees of PMCs/PSCs.

States that hire PMCs/PSCs have the closest relation to them. It is important to stress that States remain themselves responsible for respecting and fulfilling their obligations under DIH. For instance, Art 12 of GCIII clearly states that irrespective of whoever is individually responsible, the "Detaining Power" remains responsible for the treatment of prisoners of war (e.g. outsourcing of interrogation, management of prisoners of war camp, etc.).  

States must ensure that the staffs of such companies respect DIH. Measures to achieve respect include requiring staffs to be properly trained in DIH; and requiring that the PMCs/PSCs' rules of engagement and standard operating procedures comply with DIH. 

Moreover, States must ensure that mechanisms exist for holding accountable the staffs of PMCs/PSCs suspected of violating DIH and, possibly, the PMCs/PSCs themselves in civil proceedings.

States in whose territory PMCs/PSCs are incorporated or operate, are in a particular favourable position to affect their behaviour. One way for the State to exercise some control and oversight could be by establishing a licensing or regulatory system. Key elements of a possible national regulatory framework could include:

· prohibition of certain activities (e.g. direct participation in hostilities unless incorporated in the armed forces)

· requirement that PMCs/PSCs obtain operating licenses based on meeting certain criteria, including that the companies train their staffs in DIH, adopt standard operating procedures and rules of engagement that respect DIH, adopt appropriate disciplinary measures

· requirement for authorization for every contract depending on the nature of the proposed activities and the situation in the country where they will operate

· sanctions for operating without having obtained the necessary authorizations, or in violation thereof (e.g. withdrawal of operating license, loss of bond, criminal sanctions, etc.).

States in whose jurisdiction PMCs/PSCs are incorporated or have their headquarters also have an obligation to ensure respect for DIH. They are particularly well placed to take practical, effective measures because, like territorial States, they have the possibility to regulate and license PMCs/PSCs. They could enact regulation requiring a number of conditions for PMCs/PSCs to operate lawfully; for instance, only after appropriate training and after an adequate vetting process of the employees. 

While the States of nationality of the contractors have virtually no link to the company as such or to the operation, States have a strong jurisdictional link with the employees. In this respect, States may be well poised to exercise criminal jurisdiction over employees of PMCs/PSCs when these commit violations of DIH, even abroad. 

In short, in different roles, States have obligations under DIH. Taken together, these obligations form quite an extensive international legal framework surrounding the operations of PMCs/PSCs. Some of the obligations are relatively broad, and there is a need for guidance so that States can put their obligations into practice. There is a variety of options to do so effectively and to fill remaining gaps in accountability. 

In the course of its operations, the CICR witnesses the effects of war on civilians each day. It engages in dialogue with all parties of armed conflicts in an effort to convince them to respect international humanitarian law. As a neutral, independent and impartial humanitarian organization, the CICR does not make judgements about a country's decision to outsource tasks involving the use of force to private companies. However, the CICR insists that anyone involved in armed conflict, including private military and security companies, must respect international humanitarian law. The countries that hire them, as well as the countries where they are present, also have an obligation to ensure that the rules of humanitarian law are respected. 

These are the reasons for the CICR to support and cooperate with an initiative by the Swiss government to bring together concerned countries to discuss how best to achieve respect for international human rights and humanitarian law. Indeed, given the multinational and cross-border nature of the private military and security industry, if countries do not work together, there will always be loopholes in accountability and civilians will continue to be at risk. 

To conclude, I would like to share a reminder made by CICR Legal Advisor Cordula Droege that is pertinent to considerations about PMCs/PSCs. I quote:

Regardless of the political wrangling over the issue of outsourcing military and security tasks, and despite legal disputes, no one should lose sight of why regulating private contractors matters most: because civilians must be protected in armed conflict.

Thank you.

AVANCES EN LA APLICACION NACIONAL DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO EN LAS AMERICAS

Anton Camen

Asesor Jurídico para América Latina y el Caribe

Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR)

Señor Presidente,

Excelentísimos Señoras y Señores,

Distinguidos Delegadas y Delegados,

Señoras y Señores,

En nombre del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) quisiera agradecerle a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos por la organización de esta sesión especial y la oportunidad de poder tomar la palabra. 

Señor Presidente,

Hablar de la aplicación al nivel nacional del derecho internacional humanitario es hablar del respeto de este derecho. La responsabilidad de respetar y hacer respetar el derecho internacional humanitario incumbe en primer lugar a los Estados, inclusive aquellos que no están involucrados en un conflicto armado. Tal es el compromiso adquirido por los Estados al hacerse partes en los cuatro Convenios de Ginebra de 1949. 

Sin embargo, un respeto insuficiente de las reglas del derecho internacional humanitario ha sido un resultado constante – y desafortunado – de la falta de voluntad política y capacidad práctica de los Estados y grupos armados implicados en conflictos armados para cumplir con sus obligaciones jurídicas. Como guardián del derecho internacional humanitario con un cometido especial en virtud de los tratados de derecho humanitario, el CICR ha desarrollado, durante un largo período de tiempo, una variedad de actividades operacionales y de otra índole tendiente a mejorar el respeto del derecho internacional humanitario tanto en tiempo de paz como en situación de conflicto armado. Este objetivo constituye para el CICR una prioridad institucional permanente.

En el transcurso de los años, los Estados, apoyados por otros actores, han dedicado esfuerzos considerables a concebir y aplicar en tiempo de paz medidas preventivas para garantizar un mejor respeto del derecho internacional humanitario. En las Américas, dichos esfuerzos han sido apoyados de manera muy positiva por la OEA, a través de resoluciones de la Asamblea General –- en particular la serie de resoluciones sobre la promoción del derecho internacional humanitario que inició en el 1994; pero también sesiones como la presente que se han celebrado desde 1999; la organización de conferencias temáticas como aquella que tuvo lugar en México en agosto del 2007; e inclusive los cursos que ofrece la OEA a profesionales y académicos del hemisferio. Por eso, el CICR está sumamente agradecido. 

Regularmente, el CICR ha podido cooperar con los Estados Americanos, brindando asesoría jurídica y técnica encaminada a facilitar la ratificación de tratados de derecho internacional humanitario y la preparación de medidas para su aplicación nacional.  

Así, se ha reforzado poco a poco la difusión y la integración del derecho internacional humanitario en las fuerzas armadas, pero también en los círculos académicos. Cada vez más, el derecho internacional humanitario se incorpora en los manuales y las doctrinas militares y en los planes de estudio de las universidades. Se han ido adoptando leyes y reglamentos en el plano interno y se han establecido estructuras gubernamentales para hacer efectivas las reglas contenidas en los tratados pertinentes de dicho derecho. En muchos Estados se han instituido órganos asesores de carácter interministerial, o sea comisiones nacionales de derecho internacional humanitario, y cada vez más este derecho es considerado parte del programa político de los gobiernos.

Señor Presidente,

Sólo en el 2007, se registraron 17 nuevas ratificaciones de tratados relacionados con el derecho internacional humanitario en 12 Estados Americanos. Estos números son tanto más considerables cuando uno recuerda que los principales tratados en la materia ya habían sido ratificados por una mayoría de los Estados de la región y en particular de América Latina. 

En cuanto a las medidas que los Estados se comprometieron tomar para poder aplicar los tratados, éstas cubren un espectro tan amplio y diverso como son las necesidades humanitarias provocadas por los conflictos armados. Es imprescindible establecer prioridades. Además, se impone una división de la labor ya que ninguna instancia del Estado puede por sí sola preparar las diferentes medidas. 

Por ello, cada vez más los Estados establecen comisiones nacionales que les facilitan cumplir con las obligaciones que dimanan de los tratados. En el 2007, Honduras estableció tal comisión mediante un acuerdo ejecutivo firmado por el Presidente de la República. Con ello, son 17 Estados Americanos los que disponen hoy en día de una comisión nacional de derecho internacional humanitario.

En marzo del 2007 estas comisiones participaron en Ginebra en una reunión dirigida a las 82 comisiones de derecho internacional existentes en el mundo. Asistieron también los Estados interesados y representantes de diferentes organizaciones internacionales, entre otras la OEA. El encuentro, que fue el segundo de ese tipo, permitió profundizar una serie de aspectos relacionados con la problemática de las personas desaparecidas y sus familiares. Entre dichos aspectos se destacaron por un lado las medidas legislativas que se pueden oportunamente impulsar desde una comisión de derecho internacional humanitario para prevenir que personas desaparezcan en un conflicto armado u otra situación de violencia. Por otro lado, se puso un énfasis en las medidas que los Estados deberían de tomar para responder a las necesidades de los familiares, y en primer lugar, el conocer la suerte que han corrido las personas desaparecidas. Por su lado, el CICR presentó también unos principios rectores que elaboró en forma de una ley modelo sobre la problemática. Dicho texto, que está disponible en el sitio Internet del CICR, puede facilitar el trabajo de los Estados. Conviene mencionar, además, que los representantes de varias comisiones latinoamericanas intervinieron como expertos en los trabajos de la reunión.  

La problemática de las personas desaparecidas sigue siendo una dolorosa realidad para centenares de miles de personas en muchos Estados de la región. En los últimos tres años, la Asamblea General de la OEA ha insistido reiteradamente, en particular mediante las resoluciones 2134 de 2005, 2231 de 2006 y 2295 de 2007 que trataron exclusivamente este problema, en la necesidad de que los Estados asuman sus obligaciones al respecto. Todavía no se ha logrado aportar las soluciones que requiere el derecho internacional. La labor de esclarecimiento y de prevención tropieza, muchas veces, con una falta de voluntad política, así como con una carencia de coordinación y de cooperación. Sin embargo, varios países han reforzado el marco jurídico para responder a este problema y en particular para responder a las necesidades de los familiares. En el 2007, se destacaron, en particular, los esfuerzos que se han realizado en Bolivia, Colombia, Guatemala y Perú. 

Avances concretos se registraron también en otros ámbitos relacionados con la aplicación nacional del derecho internacional humanitario.  

Así, por ejemplo, en el año pasado se promulgaron nuevas leyes en Argentina, Panamá y Nicaragua para castigar las violaciones del derecho internacional humanitario y en particular los crímenes de guerra. En 12 Estados más se completaron proyectos de leyes sobre la misma materia. En Ecuador, México y República Dominicana se modificó la legislación sobre el uso y la protección de los emblemas de la cruz roja, la media luna roja y el cristal rojo. Argentina adoptó una nueva ley sobre la prohibición de las armas químicas y en Panamá se penalizaron las violaciones de toda una serie de tratados que regulan definidas armas, inclusive las armas químicas y biológicas, las minas antipersonal y las armas convencionales reguladas por los protocolos anexos a la Convención de 1980. A su vez, en El Salvador se consolidó la protección de los bienes culturales contra los efectos de los conflictos armados, en particular mediante nuevas medidas de identificación y señalización. 

Así se están cubriendo, poco a poco, áreas que son decisivas para llegar a un mejor respeto del derecho internacional humanitario. Sin embargo, muchas medidas nacionales están todavía pendientes. 

Algunas de ellas fueron examinadas más de cerca en una conferencia regional que se celebró en la Ciudad de México en agosto del 2007, bajo el patrocinio de la OEA, la Secretaría de Relaciones Exteriores de México y el CICR. Dicha reunión fue dirigida a los Estados Miembros de la OEA y en particular a las comisiones nacionales de derecho internacional humanitario. Permitió aclarar una serie de cuestiones técnicas que surgen con respecto a la represión penal de los crímenes de guerra; la prevención de la desaparición de personas; y la regulación de ciertas armas, inclusive los mecanismos obligatorios para examinar la legalidad de nuevas armas y las medidas para prevenir las violaciones de la Convención sobre armas biológicas. 

Cabe mencionar también que en la Trigésima Conferencia Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja en noviembre de 2007, diez Estados Americanos contrajeron voluntariamente, mediante promesas, compromisos específicos de avanzar en los próximos cuatro años en diferentes ámbitos relacionados con la aplicación del derecho internacional humanitario.

Ahora, tanto la ratificación de tratados como la adopción de leyes u otras medidas nacionales constituyen pasos en procesos que son aún más amplios y más complejos. Como tales, ni los tratados ni las medidas que los implementan son suficientes para garantizar que se proteja efectivamente a quienes necesitan protección y asistencia en un conflicto armado. 

Es decir que las normas tienen que traducirse en acciones y abstenciones reales. Tienen que reflejarse en la conducta y el comportamiento de quienes toman decisiones y los que actúan en relación con un conflicto armado. Por ello, la aplicación nacional del derecho internacional humanitario no puede contentarse con pasos formales. Pero no es fácil determinar los factores que refuerzan o debilitan el respeto del derecho.

Es precisamente dentro de este planteamiento que el tema de las sanciones ha surgido como un tema central. Es probable que las sanciones penales y disciplinarias constituyan uno de los factores más decisivos para influir en el comportamiento, junto con el entrenamiento y las órdenes estrictas. Sin embargo, existen varios interrogantes sobre las condiciones que deben prevalecer para que las sanciones cumplan su función disuasiva y contribuyan a prevenir las violaciones del derecho internacional humanitario. Al respecto, el CICR ha entablado un proceso de investigación con un grupo de expertos para aclarar dichas cuestiones y posiblemente formular propuestas que puedan servir a los Estados en la aplicación de las sanciones.

Señor Presidente,

El derecho internacional humanitario no proporciona respuestas a todos los problemas de violencia. 

En muchos, si no en la mayoría de los países de la región, hay tensiones y situaciones esporádicas de disturbios internos que parecen proliferar paulatinamente y que pueden dar lugar, a su vez, a situaciones preocupantes desde una perspectiva humanitaria. Estas situaciones no califican como conflicto armado y por tanto el derecho internacional humanitario no se aplica. 

Sin embargo, a la luz de ciertos discursos cabe a veces preguntarse si no se trata precisamente de abordar situaciones que no lo son, como una guerra. Ello induce una percepción sumamente peligrosa para la protección de las personas. Abre fácilmente la puerta a todo tipo de violaciones de los derechos humanos.

Alimenta la confusión entre el derecho internacional humanitario y el derecho de los derechos humanos. Aunque ambas ramas del derecho internacional persiguen el mismo objetivo, consistente en proteger la vida, la integridad y la dignidad de las personas, parten de preceptos diferentes. 

En la guerra existen conceptos que no se pueden trasladar a otras situaciones de violencia. Uno de ellos es la presencia de objetivos cuya destrucción se considera legítima por que contribuye a debilitar las fuerzas del adversario. Como corolario hay otros elementos que no pueden ser atacados como las personas y los bienes civiles. 

Este concepto de discriminación falla en las situaciones de disturbios o tensiones donde, por definición, no pueden existir objetivos militares y el derecho a la vida es absoluto. En los disturbios o tensiones el empleo de las armas letales se limita a lo estrictamente inevitable para proteger una vida; el uso de la fuerza no puede ser ofensivo sino únicamente defensivo; el daño ocasionado a terceras partes no puede balancearse con la necesidad de alcanzar un objetivo; y este último no puede consistir en causar la muerte.

Señor Presidente,

El respeto del derecho internacional humanitario y de los derechos humanos es una inversión a largo plazo en materia de seguridad. La seguridad humana, y por ende, el bienestar de las personas no puede realizarse sin derecho. 

El respeto de la dignidad humana, el respeto del derecho es además la forma en la que la noción de protección, que el CICR sitúa en el centro de sus actividades, debería entenderse. Es decir, como una multiplicidad de actividades destinadas a persuadir a las autoridades públicas y a cualquier otra entidad para que cumplan sus obligaciones en cuanto a la seguridad, la integridad y la dignidad de las personas afectadas por un conflicto armado u otra situación de violencia. En este sentido, el CICR mantiene su compromiso de continuar su labor tanto a nivel de la OEA como a nivel de los Estados Miembros.

Muchas gracias.
CICR ACTIVITIES RELATED TO PERSONS DEPRIVED OF THEIR LIBERTY

Jens-Martin Mehler

Protection Team Leader

Regional Delegation for the United States and Canada

International Committee of the Red Cross (CICR)

[This presentation is largely based upon official statements of the President of the CICR, Dr. Jakob Kellenberger and an article by Alain Aeschlimann, Head of the Central Tracing Agency and Protection Division of the CICR, in International Review of the Red Cross, vol. 87, no. 857, March 2005, p. 83-122.]

Excellencies, Ladies and Gentlemen,

I am very pleased to have the honor to participate in this special meeting of the Committee on Juridical and Political Affairs. I would like to discuss with you today two topics that are central parts of CICR activities in the field of protection. 

First, I am going to give you an overview of CICR activities related to people deprived of their liberty. This will contain a general overview of how the CICR conducts its detention visits worldwide. Therefore, I will not speak about a specific country but rather would like to give you the background you need to understand CICR activities in that respect. 

Second, I will outline CICR's position with regard to procedural safeguards and judicial guarantees for persons who have been detained or interned because of an armed conflict or other situations of violence.

I. Detention

The change in status from a free person to a detainee means the loss of most points of reference and an immersion in an unknown world where the rules are different and the values unfamiliar. Life in a closed environment away from home and away from the outside world has the potential to dehumanize people by eliminating individuality and responsibility. One must be aware that a person interned or imprisoned is generally not allowed to make everyday decisions, which in a "normal" life are basic; for example, what to dress, when and what to eat, when to wake up and go to bed, etc. Therefore, detention is a fundamental change in a person's life. 

Visits to people deprived of their liberty are the mainstay of CICR's protection activities. They lie at the heart of the CICR's mandate as enshrined in the Geneva Conventions and there is a good reason for that. The reason why detention visits are a core activity of the CICR is that people deprived of their liberty belong to the most vulnerable group as they depend entirely on the detaining staff and the authorities to meet their basic needs and to ensure their physical protection. And within this vulnerable group, people arrested and detained in connection with an armed conflict or other situations of violence are often more likely to be subjected to harsh conditions of detention or to ill-treatment than ordinary detainees or internees. 

Therefore, the main objective of CICR detention visits is to ensure that the detainees or internees' physical and mental integrity is fully respected and that their conditions of detention are in keeping with international humanitarian law (DIH) and/or other internationally recognized standards. 

That means that the CICR works to prevent or put an end to summary and extrajudicial executions, forced disappearances, torture and other forms of ill treatment and takes action to improve the conditions of detention. The CICR tries as well to reestablish and maintain contacts between those interned and their family members. Moreover, the CICR strives to prevent failures in respect of fundamental judicial guarantees and procedural safeguards. 

Let me just mention that in this respect the work of the Inter-American Commission on Human Rights towards the 2006 draft Declaration of Principles on the Protection of Persons Deprived of Freedom is an important step forward in the right direction which the CICR has welcomed and on which it commented constructively. 

The CICR has a long tradition, history and therefore experience in the field of its detention activities. It started regularly visiting prisoners of war during World War I, and on the South American continent, the first visit to prisoners of war took place in the mid-1930s. In 2006, the CICR visited 478,000 persons deprived of liberty in 71 countries. 

As a result of its long experience with visits to people deprived of their freedom since the beginning of the 20th century, the CICR has formulated strict conditions for detention visits that must be respected by the authorities, namely: 

· Delegates must be provided with full and unimpeded access to all detainees falling within CICR's mandate and to ALL places where they are held.

· An CICR physician, who is sometimes present during visits, must be able to have access to the medical files of the detainees and be allowed to speak with the medical staff of the place and with detainees alike.

· Delegates must be able to hold private interviews with detainees of their choice.

· Delegates must be able to repeat their visits.

· Detainees falling within the CICR's mandate must be notified to the CICR, and the CICR must be able to draw up lists of their names.

Once those criteria are met, the visit can be conducted. A "classic" CICR visit is structured as follows:  

· An initial talk with the authorities during which an exchange of information takes place so that the authorities understand the objectives of CICR's visit. The authorities can explain what problems or difficulties they are facing and have the opportunity to provide an update of the situation since the last visit took place.

· A tour of the entire premises, accompanied by the authorities, so that the CICR can familiarize itself with the place and its structure and understand how it is organized and functions in the daily routine.

· Private interviews with detainees (with no one else present other than the delegate and the detainee), which generally account for most of the time taken up by the visit.

· A final talk during which the CICR shares its findings and recommendations with the authorities, and solutions for existing problems are discussed. At a later stage, the CICR  submits to the authorities its findings in a confidential report which serves as a working paper for the next CICR visit to that place.

When speaking with detainees, the CICR has a huge advantage: it comes from outside the prison, and as a neutral and independent organization, is not connected with the authorities. Therefore, detainees tend to speak with delegates in an open manner about sensitive issues they would normally never discuss with the authorities. This gives the CICR an inside view of a place of detention that the authorities do not always have. The information obtained during the private interview is essential for the CICR, but the CICR is aware of certain subjectivity on the part of the detainees and considers this element when evaluating problems. Before mentioning to the authorities any information given by a detainee, the CICR makes sure that the detainee in question agrees for the information to be passed on. 

Thus, an CICR visit or access to a place of detention is not an end in itself. One might say that the real work for the CICR AND the detaining authorities only starts after the visit. Because, once the visit is over, both sides work together to improve the conditions of detention and treatment of the detainees. For example, CICR may support the authorities' efforts in this regard by the provision of material and infrastructural assistance where appropriate. 

1. Dialogue and Confidentiality

I would like to mention two cornerstones of CICR's detention visits, which are important for understanding of how the CICR works. The first one is “dialogue” and the second “confidentiality."

Since it seeks cooperation and not confrontation with the authorities, the CICR has to maintain a close, structured, professional and transparent relationship with them. Dialogue, in particular, is the next logical step after any visit to a place of detention. It enables a regular flow of objective information, based on regular contact with the detainees, to be maintained with the relevant authorities, and culminates in the formulation of proposals for solutions. The priority given to dialogue is an incentive for the CICR to multiply its contacts and devise new ways of reaching the potential perpetrators of violence or those who control them.

To be constructive and successful, the ongoing dialogue envisaged by the CICR must be firmly rooted in a relationship of trust. This trust, nurtured by frequent meetings between the CICR and the authorities, is established and built up thanks, among other things, to the confidential nature of its work. 

This leads me to the second cornerstone of CICR visits, which is the one of confidentiality. The statement that the CICR “says what it does but does not say what it sees” describes that confidential approach quite well. As mentioned above, the CICR shares its findings with the responsible authorities and only with them. It does not disclose to the public what it has seen during a visit. It reserves the right to resort to public denunciation but only if strict conditions are met and after careful consideration. The conditions to go public are:

· The existence of large-scale and repeated violations.

· The CICR delegates have directly witnessed such violations, or their existence and extent, and respective data have been established by means of reliable and verifiable sources.

· The CICR's confidential approaches to end these violations have had no impact or results.

· A public statement by the CICR would be conducive to the interests of the persons concerned.

If one considers the stringency of these requirements, it is apparent why the CICR so rarely goes public. 

Confidentiality is a working method and it is a strategic choice. It is therefore not an end in itself. It also allows work to be done on what are generally very sensitive issues, in complete independence and free of any pressure by public opinion, the media or political organizations. Moreover, confidentiality unquestionably makes access easier, particularly to places to which the authorities are often reluctant to admit outsiders. 

The CICR expects from the authorities respect of confidentiality on their side as well. By accepting CICR's working methods and its presence, the authorities agree to enter into discussions on sensitive issues and commit themselves to dealing with them in good faith. The CICR also has to be wary that the authorities do not exploit its presence. Therefore, confidentiality also has its limits. Overall, authorities have respected confidentiality, and during the last decades the above-mentioned confidential approach has proven its usefulness. 

There is another important point to be mentioned. The CICR is not involved in any way in the political issues of a context in which it works nor it does it comment on the reasons why a person has been detained. The rightfulness of the accusation, the guilt of the detainee and the legitimacy of the laws permitting the detention are not direct considerations for the CICR. The offence which the person is accused of (armed combat, terrorism, subversion, etc.) is irrelevant to the CICR. 

II.
Procedural safeguards and judicial guarantees
As mentioned earlier, the respect of fundamental judicial guarantees and procedural safeguards are key elements to ensure that detainees are treated with humanity. 

1. Judicial Guarantees

Judicial guarantees are a set of safeguards that apply to persons who are suspected of having committed a criminal offense. Under DIH, specific standards are to be found in the four Geneva Conventions of 1949 as well as the Additional Protocols of 1977. Examples of specific guarantees found in DIH – as well as human rights law – include trial by an independent, impartial and regularly constituted court, presumption of innocence, and necessary rights and means of defense. 

2. Procedural Safeguards

Internment, which means deprivation of liberty for imperative security reasons, is recognized as a regime of deprivation of liberty in both international and non-international armed conflicts. It is an exceptional measure that should cease as soon as the imperative reasons requiring it no longer exist. Procedural safeguards include the right to be informed of the reasons for detention and to have the lawfulness of detention reviewed by an independent and impartial body with the authority to release if those reasons no longer exist. A legal framework must also govern all forms of detention. Ensuring the application of a legal framework and respect of procedural safeguards is a necessary protection against disappearance, arbitrary detention, and ill-treatment. 

3. Administrative Detention

It has to be noted that the CICR has come across a phenomenon, which can be described as an imbalance between the security/safety concerns of the authorities and the rights of the detainees/internees. While being concerned for the security of the State, authorities have tended to abrogate rights of persons in their custody to such an extent that not much is left of them. The reality of that practice often means that people interned or administratively detained are not, or are only vaguely, informed of the reasons of their arrest. There is often no mechanism in place to review, initially and periodically, the lawfulness of internment/administrative detention or, if there is one, its lack of independence prevents it from effectively examining cases. The question of legal assistance to internees/administrative detainees in challenging the lawfulness of their imprisonment remains controversial, as do other issues, such as contact between internees/administrative detainees and their families, family visits to them, etc. 

Conclusion

Let me conclude very briefly by saying that though the CICR puts enormous efforts into its activities to protect victims of armed conflict in relation to certain issues, in the end, the CICR can only do so much. The Geneva Conventions, and their first two Additional Protocols, are the legal bases for the treatment of people affected by armed conflict, including those who are detained pursuant to the conflict. The recommendations of the CICR are guidelines to which the authorities can always refer. However, in the final analysis, responsibility lies with the detaining authority. They are called to implement changes or to follow CICR's recommendations, or to go even further and beyond what the Geneva Conventions require. 

The CICR is aware of the fact that it is a challenge for any authority to find the right balance between security concerns for the respective country and the rights of those who are interned for security reasons. The CICR has been and will remain ready to engage in a meaningful and frank dialogue with every authority to find common solutions, to ensure that the concerns of the authorities and the rights of the people deprived of their liberty are respected.  

Thank you. 

THE NEED FOR URGENT ACTION ON CLUSTER MUNITIONS

Anton Camen,

Legal Advisor for Latin America and the Caribbean

International Committee of the Red Cross (CICR)

The International Committee of the Red Cross (CICR) is urging States to support the adoption of a new international humanitarian law treaty which will address the tragic impact of cluster munitions' use on civilians and their communities. The CICR has, since the 1970s, expressed its deep concern about these weapons, which have had a severe and disproportionate impact on civilian populations in nearly all of the conflicts in which they have been used on a large scale. The CICR strongly believes that there needs to be a new treaty which prohibits inaccurate and unreliable cluster munitions and requires the destruction of stocks of these weapons. In the view of the CICR, this is a balanced approach in light of the institution's humanitarian concerns and what the CICR has learned about the weapons' military role.

Around November 2006, the international community was beginning to understand the severe and widespread impact on civilians of cluster munitions used in the conflict in southern Lebanon a few months earlier. This conflict of only one month left a land area estimated at 37 million square metres contaminated with close to one million unexploded submunitions. These have caused 206 civilian casualties and 42 casualties among clearance personnel since the fighting stopped. The conflict once again demonstrated how easy it is to use these weapons in massive numbers and how even wars of a short duration can leave a tragic humanitarian legacy. As we know, Lebanon is but the latest example of conflicts in which cluster munitions have had severe long-term effects. Others contexts include Laos, Afghanistan, Iraq, Chechnya, Kosovo and the Ethiopia-Eritrea conflict. 

Currently, billions of submunitions are in the stockpiles of States. Many models are aged, inaccurate and unreliable. The Lebanon conflict also vindicated concerns about the proliferation of cluster munitions. It confirmed that non-State armed groups have begun to obtain and use these weapons. Without concerted action, the human toll of cluster munitions could become far worse than that of anti-personnel landmines, which are now banned by three-quarters of the world's States. However, unlike landmines, which were in the hands of virtually all armed forces, relatively few States currently possess cluster munitions. Tremendous human suffering can be prevented through concerted international action now.  

In an effort to advance work on this issue, the CICR hosted an international expert meeting in April 2007 to examine the humanitarian, military, technical and legal challenges of cluster munitions. The Montreux Expert Meeting permitted governments, UN agencies, military and technical experts, clearance organizations, expert non-governmental organizations (NGOs) and the CICR to gain important insights into central features of the cluster munitions' problem and potential solutions. The CICR took away a number of important observations from the meeting, including the following:   

· To date, the armed forces of the main users of cluster munitions have not, in our view, presented concrete historical evidence that these weapons have achieved specific military results which outweigh their well-documented humanitarian problems. Such a case may be possible but has not yet been made despite numerous expert meetings to discuss the relevant issues.

· There is no basis for believing that improving the reliability of cluster munition fuses or adding self-destruct features can be the sole or primary solution to the cluster munitions' problem. Such technological approaches may be part of a response, but they cannot be relied upon alone to function correctly under a range of circumstances so as to provide adequate protection for civilian populations.

Today, the CICR is more certain than ever that a new international treaty is essential to prohibit those cluster munitions, which have such high costs for civilian populations, and to prevent their continued proliferation. The CICR calls upon all States to conclude urgently a new treaty of international humanitarian law which will:

· Prohibit the use, development, production, stockpiling and transfer of inaccurate and unreliable cluster munitions;

· Require the elimination of current stocks of inaccurate and unreliable cluster munitions;

· Provide for victim assistance, the clearance of cluster munitions and activities to minimize the impact of these weapons on civilian populations.

Until such a treaty is adopted, the CICR repeats its call to States to end immediately the use of such weapons on a national basis, not to transfer them to anyone and to destroy existing stocks. We welcome the fact that such actions have already been undertaken by Austria, Belgium, Hungary and Norway and that many other States have undertaken not to use and to destroy some types of cluster munitions.

The CICR welcomes the Oslo Process as it responds to what the institution had said in late 2006, namely that it was necessary for States to commit themselves to legally binding rules and to the prohibition of those cluster munitions which cause the humanitarian problem. The Oslo Process includes many affected States and many which are not parties to the Convention on Certain Conventional Weapons (CCW). Building on previous meetings, which took place in Oslo and in Lima, in early December 2007 in Vienna more than 130 States discussed and further developed a draft treaty text. The CICR is participating in this effort in the hope of developing the strongest possible protections for civilians. It is urging States participating in the process to fulfill their commitment to negotiate and conclude a treaty on cluster munitions in 2008. In this regard, the next meeting in Wellington, New Zealand, in February 2008 and the formal negotiations in Dublin in May 2008 will constitute decisive steps.

Concerning the efforts that have been undertaken recently within the framework of the CCW, the CICR recognizes its complementary nature to the Oslo Process. However, in the CICR's view, the mandate, which was adopted by States Parties at their annual meeting in November 2007, failed to provide greater clarity on the objectives that CCW States Parties want to achieve in order to respond to the humanitarian problems caused by cluster munitions. Nevertheless, the CICR believes that the detailed discussions and negotiations which are taking place within the CCW framework can make a useful contribution, if they focus on the elaboration of legally binding rules on cluster munitions. Such rules could help ensure that countries not yet ready to join the prohibitions that emerge from the Oslo Process, nonetheless undertake specific commitments towards concrete steps to address the problems caused by these weapons. In this sense, the CICR is also participating actively in the CCW's work on cluster munitions, in line with its long association and commitment to this convention as an important international humanitarian law regime.

During the coming months, States will face important choices. Those which have not already done so can commit themselves to the urgent negotiation of a legally binding instrument which will prevent the endless repetition of the familiar pattern of civilian casualties and the slow, dangerous and often under-funded clearance efforts which occur when inaccurate and unreliable cluster munitions are used. The growing awareness of the urgency of this issue and the many new commitments made by States in this field over the past year provide hope that an increasingly severe humanitarian problem in the coming years and decades can be prevented. Such opportunities to prevent untold human suffering do not occur often. 

In the context of the OAS, General Assembly resolution AG/RES. 2293 (XXXVII O/07) of June 5, 2007, recognized in its paragraph 15 the humanitarian consequences of the use of cluster munitions, and invited Member States to participate, in the pertinent forum, in the ongoing discussions about how to address these consequences. The CICR invites OAS Member States to consider the possibility of addressing more specifically the issue of cluster munitions in a General Assembly resolution this year, namely through a commitment to work towards a new international treaty that responds to the problems caused by cluster munitions.

Thank you.

VIOLENCIA INTERNA

Sobre la protección de personas en situaciones

de "violencia interna" que no son consideradas conflicto armado

Michel Minnig

Delegado Regional para Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay

Comité Internacional de la Cruz Roja

Agradezco la oportunidad de someter este texto que presenta aspectos menos conocidos del rol humanitario del CICR en beneficio de las personas afectadas por situaciones de "violencia interna" a partir de la experiencia concreta del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) en América Latina y el Caribe. Este texto está basado en los comentarios respecto al tema hechos durante la sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre temas de actualidad del derecho internacional humanitario llevada a cabo el 25 de enero de 2008. 

Como se sabe, el CICR, en base a los Convenios de Ginebra 1949 y a los Protocolos adicionales de 1977, los cuales constituyen uno de los pilares del derecho internacional humanitario (DIH), se enorgullece de gozar de la aceptación de la mayoría de la comunidad internacional, para poder desempañar su papel humanitario en situaciones de conflicto armado, sea internacional o no-internacional, y asistir y proteger a las víctimas de estas situaciones. 

El CICR valora también la posibilidad de contribuir, en conformidad con su mandato, a la promoción del derecho internacional humanitario y a la integración de sus disposiciones dentro del aparato normativo de los Estados.

Al respecto, en la región del Cono Sur y en Brasil, donde opera la Delegación a mi cargo, y también en el resto del continente, es grato tener conocimiento de los avances logrados por los Estados en materia de adopción de leyes para la represión de los crímenes de guerra, en conformidad con las disposiciones del tratado de Roma sobre la creación de la Corte Penal Internacional y en conformidad con los Convenios de Ginebra. Asimismo, el CICR valora los esfuerzos hechos por las Fuerzas Armadas de la región en materia de revisión y adecuación a las normas del DIH de sus directrices, tales como los manuales de procedimiento y los planes de enseñanza.

El accionar humanitario del CICR, dentro de los contextos de los conflictos armados regidos por las normas del derecho internacional humanitario, es mundialmente conocido. Sin embargo, tal vez, no se conozca, con el mismo nivel de detalle, el posicionamiento y las tareas que puede realizar nuestra institución en las mencionadas situaciones de "violencia interna". Cabe señalar que en América Latina y el Caribe donde felizmente han retrocedido notablemente los conflictos armados, estas situaciones de "violencia interna" llaman cada vez más la atención de la ciudadanía y de las autoridades por las graves consecuencias humanitarias que generan.

Si bien no existe realmente una definición jurídica para dichas situaciones de violencia, a veces nos referimos a ellas como "disturbios internos" o "tensiones internas", para identificarlas más adecuadamente. Con el fin de facilitar la comprensión del mencionado contexto y sin pretender dar una definición jurídica, me permito brindar algunas descripciones de estas situaciones.

Disturbios internos
Se puede considerar que existe una situación de "disturbios internos" cuando sin que haya un conflicto armado no internacional propiamente dicho, existe dentro de un Estado, un enfrentamiento que presenta cierta gravedad o duración e involucra actos de violencia.

Estos actos pueden ser de formas variables, desde actos espontáneos de rebelión, hasta la lucha entre sí de grupos más o menos organizados, o contra las autoridades que están en el poder.

En tales situaciones, que no necesariamente degeneran en una lucha abierta en la que se enfrentan dos partes bien identificadas, las autoridades en el poder recurren a cuantiosas fuerzas policiales, incluso a las fuerzas armadas, para restablecer el orden, ocasionando con ello muchas víctimas y haciendo necesaria la aplicación de un mínimo de reglas humanitarias.

Tensiones internas
A diferencia de los "disturbios internos", en las "tensiones internas" no se registran enfrentamientos armados. Podría constituir una situación de tensión interna, cualquier situación de grave tensión en un Estado, de origen político, religioso, racial, social, económico, etc.; o también, las secuelas de un conflicto armado o de disturbios internos que afecten al territorio de un Estado.
Las "tensiones internas" se encuentran en un nivel inferior a los "disturbios internos", dado que no involucran enfrentamientos violentos.

Sin embargo, cualquiera sea la pertinencia de estas descripciones, es importante para el CICR no encerrarse en definiciones que podrían limitar su campo de intervención humanitaria. El CICR prefiere determinar su actuación frente a estas llamadas situaciones de "violencia interna" no en virtud a una tipología de sus diversas manifestaciones, sino en base a las necesidades humanitarias que podrían desprenderse de ellas.

Claramente para el CICR estas situaciones de "violencia interna" -- que no pueden ser calificadas de "conflicto armado" -- se encuentran por debajo del umbral de aplicación del derecho internacional humanitario. En éstas, están vigentes las normas del derecho internacional de los derechos humanos (DDHH) que regulan, para los agentes del Estado, el uso de la fuerza. Podríamos también calificar estas normas de los DDHH como una forma de "principios humanitarios" puesto que, en cuanto a la defensa de la vida y de la dignidad humana, ellas se encuentran tanto en los DDHH como en el DIH.

Estas situaciones llamadas "disturbios internos", "tensiones internas" o más genéricamente "violencia interna" pueden, por ejemplo, tomar la forma de confrontaciones entre:

· fuerzas de seguridad y manifestantes;

· grupos comunitarios entre sí mismos;

· fuerzas de seguridad y bandas armadas ilegales; o

· fuerzas ilegales entre sí mismas.

Estas confrontaciones pueden acontecer tanto el campo como en la ciudad. Aquellas que acontecen en las ciudades son cada vez más preocupantes, desde el punto de vista del CICR, tanto en términos de seguridad para la ciudadanía como de consecuencias humanitarias.

Hablando más precisamente de las consecuencias humanitarias, éstas pueden traducirse en:

· muertos y heridos, inclusive dentro los rangos de los agentes del Estado;

· desplazamiento de las personas;

· abusos en contra de las personas;

· destrucciones de domicilios o bienes;

· interrupciones de la vida económica; y/o

· traumas.  

¿Cómo se determina la intervención del CICR en caso de situaciones de "violencia interna"?

La intervención del CICR está motivada por tres factores:

1. la amplitud de las consecuencias humanitarias;

2. el valor agregado de la acción de nuestra institución en base a su experiencia, a su capacidad así como a su "modus operandi" de organización neutral, imparcial e independiente; y

3. la aceptación de las autoridades.

Como ustedes saben, en una situación de "conflicto armado", internacional o no internacional, la acción humanitaria del CICR está respaldada por el mandato otorgado a nuestra institución por la comunidad internacional a través de los Convenios de Ginebra y de sus Protocolos adicionales, base esencial del derecho internacional humanitario.

En una situación de "violencia interna", donde no se aplican como tales las disposiciones del DIH, el "derecho de iniciativa humanitaria" se desprende de los Estatutos del Movimiento de la Cruz Roja y Media Luna Roja. Aunque este mandato confiado al CICR para desempañar un papel humanitario en este contexto es menos "legalista" que el que se le otorga en los Convenios de Ginebra, cabe señalar que los Estatutos del Movimiento expresan también la voluntad de los Estados. Dichos Estatutos, han sido adoptados en el marco de una conferencia internacional que, cada cuatro años, reúne a los miembros del Movimiento con los Estados firmantes de los Convenios de Ginebra, y que guía nuestra acción humanitaria. 

Una vez determinada la gravedad derivada de una situación de "violencia interna", y conseguido el acuerdo de las autoridades pertinentes para llevar a cabo una acción humanitaria, el CICR usa "mutatis mutandis", el mismo modo de acción que el aplicado en un contexto de conflicto armado.

En América Latina, la respuesta humanitaria del CICR, frente a la "violencia interna", sigue dos patrones paralelos, uno podría ser llamado "preventivo", el otro "operativo".

Las actividades desempeñadas en el campo preventivo abarcan programas de cooperación con las fuerzas de seguridad, y tienen como finalidad la revisión y la adecuación de todas las directrices operacionales o educacionales, en todo lo concerniente a las reglas de los DDHH aplicables al uso de la fuerza. Otra campo preventivo atañe a la sensibilización de los alumnos de nivel de enseñanza secundaria acerca de temas y situaciones que pueden promover una reflexión sobre la violencia y sus consecuencias.

El campo operativo cuenta, por ejemplo, con las siguientes actividades:

· diálogo bilateral con las autoridades sobre las consecuencias que pueden desprenderse de un uso inadecuado o desproporcionado de la fuerza;

· visitas a personas privadas de libertad a raíz de las mencionadas situaciones con la finalidad de monitorear las condiciones de detención y el trato;

· apoyo a las autoridades carcelarias a fin de mejorar la gestión de los lugares de detención; y/o

· desarrollo de programas médico-sociales realizados por la Sociedades Nacionales de la Cruz Roja en zonas afectadas por situaciones de violencia.

En conclusión, el CICR quisiera agradecer a los Estados que ya han apoyado la intervención humanitaria del CICR en situaciones de "violencia interna" y agradecer de antemano a los Estados que lo harían al existir una necesidad.

Muchas gracias.
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INFORME SOBRE LA LABOR DE LA COMISIÓN NACIONAL PERMANENTE
DE LA REPUBLICA DOMINICANA PARA LA APLICACIÓN DEL
DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO (DIH)

La República Dominicana es un Estado Parte de los Convenios de Ginebra de 1949 y los Protocolos Adicionales de 1977.  En atención  a las obligaciones emanadas de dichos instrumentos el Gobierno dominicano estableció en 1995, de manera provisional, la Comisión Nacional Permanente para la Aplicación del Derecho Internacional Humanitario (DIH), de la que posteriormente se oficializó en 1999 mediante un Decreto del Poder Ejecutivo.


Con el ánimo de ampliar el número de miembros de la Comisión y en interés de adecuarla a las actuales circunstancias y aprovechar las contribuciones que puedan favorecer sus trabajos por parte de los distintos sectores del Estado y la sociedad en el ámbito de sus competencias, la Comisión fue reestructurada mediante Decreto del Poder Ejecutivo del 6 de febrero de 2003, pasando a ser formada por 14 instituciones, bajo la presidencia de la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores.  Es útil señalar que Relaciones Exteriores forma parte además del Consejo Nacional de la Cruz Roja Dominicana, y en tal virtud, participa activamente en sus reuniones y programas.


Según el mandato legal, corresponde a la Comisión estudiar y proponer a las autoridades competentes las medidas pertinentes para la aplicación efectiva de las normas contenidas en los Convenios de Derecho Internacional Humanitario de los que forman parte la República Dominicana, proponer anteproyectos de leyes y reglamentos que tengan por finalidad la aplicación de los aludidos instrumentos internacionales, difundir y promover el Derecho Internacional Humanitario, aprobar programas de actividades, y otros.


Entre las labores realizadas desde su creación se pueden citar la redacción de los Decretos 131-99 y 101-03 mediante los cuales quedó oficializada la Comisión;  la celebración de varios seminarios sobre Derecho Internacional humanitario contando para ello con la cooperación del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR);  la elaboración de un proyecto de Reglamento Interno que está pendiente de revisión para ser sometido a la aprobación del Poder Ejecutivo;  la creación de grupos de trabajo para conocer y proponer legislaciones específicas.











. . . . /


Dentro de este renglón de labores realizada se encuentra el esfuerzo desplegado por la Comisión para que se aprobara la ratificación por la República Dominicana del Estatuto de la Corte Penal Internacional, procedimiento que se mantenía en trámite desde septiembre del 2000, y que gracias a las gestiones realizadas por la Comisión fue felizmente culminado.  Otro es la redacción del Proyecto de Ley de Protección del Emblema de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, que ya ha sido aprobado y se encuentra vigente.  Con dicha ley se dota a la Cruz Roja de un sustento normativo que permite su uso en la República Dominicana de  conformidad con los tratados internacionales sobre la materia, tanto en tiempo de paz como en tiempo de conflicto armado, que establece las instituciones autorizadas para su uso y que regula las sanciones correspondientes cuando dicho emblema no sea utilizado correctamente.


De igual modo, previo estudio y recomendación de la Comisión, el Gobierno dominicano suscribió el Tercer Protocolo Adicional que creó un nuevo emblema de la Cruz Roja Internacional, instrumento que se encuentra actualmente en la fase de aprobación del Congreso Nacional con fines de ratificación y entrada en vigor.


En lo que respecta a las Fuerzas Armadas, dicha Institución se encuentra representada en la Comisión y ha  incorporado esta disciplina a sus planes de estudio de sus academias, además ha establecido un Instituto de Derechos Humanos que difunde entres sus miembros el conocimiento y la aplicación del Derecho Internacional Humanitario, lo que asegura que este tema será aplicado en la práctica por sus destinatarios en los casos o sucesos en que se haga necesario.  Hasta la fecha dicho Instituto ha ofrecido múltiples cursos, talleres y diplomados a los cuerpos castrenses, a funcionarios del gobierno y universidades.


En el campo educacional la Comisión seguirá con su campaña de incentivar la inclusión del Derecho Internacional Humanitario en el currículum universitario.  En este proyecto contamos con la colaboración de la Cruz Roja Dominicana, con la que mantiene el Gobierno dominicano canales fluidos de intercambio de información y experiencias.


Otro tema al que estamos dando seguimiento es el relacionado con la adecuación del orden legal dominicano a los instrumentos referentes al Derecho Internacional Humanitario.  La República Dominicana no ha tipificado hasta este momento los crímenes de guerra en su Código Penal, aunque dentro del Código Procesal Penal se establecen disposiciones sobre dichos crímenes.  Igualmente, el Código de Justicia Militar contempla algunas disposiciones relativas a los delitos militares en caso de conflicto armado, pero no estipula la mayoría de los contenidos en los Convenios de Ginebra del 1949 y sus Protocolos adicionales y del Estatuto de la Corte Penal Internacional.


Es por ello que junto con el Comité Internacional de la Cruz Roja, nuestra Comisión Nacional Permanente ha aunado esfuerzos ante la Asamblea Legislativa, específicamente con la Comisión Especial que estudia el nuevo proyecto de Código Penal, con el fin de lograr que se incluyan la totalidad de los crímenes de guerra definidos por los Convenios de Ginebra y sus Protocolos y del Estatuto de la Corte Penal Internacional.


Respecto a ciertos convenios internacionales, consideramos conveniente señalar que ya ha sido aprobado por la Cámara de Diputados del Congreso la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y su destrucción, quedando pendiente la aprobación del Senado; y que dentro de los planes de la Comisión Nacional se encuentra el de promover también la aprobación de la Convención sobre Armas Convencionales de 1980 y el Segundo Protocolo de La Haya de 1954, sobre protección de patrimonios culturales en caso de conflictos armados, entre otros.


Por último, es conveniente señalar que en el marco de la XXX Conferencia Internacional de la Cruz Roja y la  Media Luna Roja, celebrada en Ginebra, Suiza, del 26 al 30 de noviembre de 2007, el Gobierno dominicano se  comprometió a realizar durante el período 2008-2011 lo siguiente:

:

1. Adhesión a la Convención sobre la Prohibición de Armas Químicas.

2. Ratificación del Protocolo III a los Convenios de Ginebra.

3. Adhesión a la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del 

Empleo de Armas Convencionales

4. Adhesión a la Convención Internacional para la Protección de Personas contra la Desaparición Forzada.

5. Adhesión a la Convención sobre Medidas para la Protección de Bienes Culturales en el caso de Conflicto Armado.
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� The abbreviation GC refers to the four Geneva Conventions of 1949.


� The abbreviation AP refers to the two Additional Protocols of 1977 supplementing the Geneva Conventions.





